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[bookmark: _GoBack]San José, 13 de marzo de 2024
N° 2210-2024
Al contestar, refiérase a este # de oficio al correo (secrecorte@poder-judicial.go.cr).


Señor
M.Sc. Allan Pow Hing Cordero 
Director de Planificación

Estimado señor:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 13-2024 celebrada el 20 de febrero del 2024, que literalmente dice:

[bookmark: _Toc158920778]“ARTÍCULO XLIV

Documento N° 10199-2018, 1368-2024 

	Mediante oficio N° 142-PLA-ES-2023 del 07 de febrero de 2024, el máster Erick Mora Leiva y la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya; por su orden, Jefe de Proceso de Planeación y Evaluación y Jefa de Subproceso de Estadística, informaron lo siguiente: 

“Mediante los oficios 3219-2022 y 9115-2022, del 31 de marzo y 13 de setiembre, respectivamente,  en el cual el Consejo Superior transcribe los acuerdos tomado en sesión 23-2022, artículo LV y en sesión 71-2022, artículo LXXV, conociendo el informe 047-CACMFJ-JEF-2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Fundación Jurisdiccional, y el oficio  59-CVI-2022, suscrito por la servidora Sandra Agüero Monte, Secretaria de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, relacionados con la revisión y aprobación de trasladar los dineros de Sistema de Gestión Despachos Judiciales registrados en estado abandonados o con más de 10 años al Régimen No Contributivo (RNC) de la CCSS, donde  el Consejo Superior  indica lo siguiente en lo que le compete a este Subproceso:

“…e) Al Subproceso de Estadística: Definir si al reentrar un proceso que se encuentra archivado para emitir la resolución de traslado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico...”

“…2) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Dirección de Tecnología de la Información, Ejecutiva y Planificación, así como de la Auditoría…”. 

De esta manera, es primordial exteriorizar que si el personal de los despachos judiciales realiza el procedimiento correctamente en lo sistemas informáticos referente de la forma de como reentrar una causa después de estar inactiva (abandonado) o terminado estadísticamente, este movimiento no ocasionara inconsistencias a nivel estadístico.  

Así las cosas, se le consulta vía correo electrónico a Fabiola Arancibia Hernández, jefa de la Unidad e Implantaciones de Tecnología de la Información, respecto a la existencia de manuales que indiquen el procedimiento para reentrar un expediente; quien indica que existen manuales publicados en el Sistema GIS, en el apartado de “artículos” que le indica al personal de los despachos judiciales como hacer el trámite a nivel estadístico (Anexo 3).  

        

Es importante para efectos de hacer un recordatorio tener claro la definición de estadística de reentrar un expediente; la cual se puede observar en los instructivos que este Subproceso a realizado de las diferentes materias.  A continuación, la definición:

Definición de reentrado: Corresponde a aquellos expedientes que ya habían sido terminados estadísticamente en un determinado momento y se requiere volver a ingresarlos al sistema informático, para continuar con el trámite correspondiente. Se ingresan al sistema indicando la fecha en que se regresó a ese despacho y manteniendo inalterable las fechas originales de inicio y entrada por primera vez. 

Como ejemplo, en el manual Sistema de Gestión Despachos Judiciales, se orienta al usuario en el módulo de este sistema; donde específicamente (página 117) indican el trámite para reentrar o reabrir un expediente (Anexo 4), el cual dice:

“…Reentrar o reabrir expediente:

Este trámite se utiliza cuando se desee abrir un expediente terminado por alguna razón en especial. Lo primero que se hace es buscar el expediente terminado por medio de la consulta. Seguidamente se da clic derecho y aparece la siguiente pantalla. Luego se da clic en reabrir carpeta

                                   [image: ]
Seguidamente se abre la pantalla de cambio de fase, estado y sub-estado para que podamos cambiar el estado a reabrir terminado

                           [image: ]
                                                                                                                                             …”
Por otra parte, según lo conversado con los coordinadores judiciales de diferentes despachos de la materia penal y no penal, indican que hay algunas causas que no se encuentran registradas en el sistema informático (no existieron en el JMS); por tanto, no se pudieron trasladar los datos en su momento al sistema de gestión ya que son de años atrás.  

De igual manera, existe una cantidad considerada de expedientes que se encuentran destruidos; los cuales se van a tramitar de forma física, realizando la resolución respectiva, es decir no afectaría ni generarían ningún tipo de inconsistencia por estar fuera del sistema. (Anexo 5 y 6)

Entre los despachos judiciales a los cuales se les hizo la consulta respecto al procedimiento que se estaba utilizando referente al traslado de los dineros del SDJ al RNC se encuentran:

Tribunal de Juicio de Puntarenas:

Según lo indicado por el Coordinador Judicial, manifiesta que está trabajando con las causas de acuerdo con la depuración que la Administración realizó. Algunos se encuentran destruidos y hay otros que son de vieja data; de tal manera que esos últimos se mandaron a traer al Archivo Judicial para revisarlos y efectuar el procedimiento respectivo referente a la revisión y traslado del dinero del SDJ. Estos expedientes están estadísticamente terminados y no se encuentran en el sistema de gestión, por tanto, se tramitan físicamente, emitiendo una resolución masiva, según instrucciones.

Ahora bien, exteriorizan que la materia Penal no registra expedientes inactivos (abandonados) ya que en esta materia aplica la prescripción para pasar luego archivar la causa.  En el caso de que existieran causas terminadas estadísticamente en el sistema informático donde se deba realizar el giro de dinero del SDJ, deben reentrar estos expedientes para proceder con el trámite correspondiente y la realizar la nueva resolución.

Juzgado Civil de Puntarenas:

Los expedientes que se encuentran en el sistema de gestión y tienen depósitos en el SDJ se encuentran activos hasta los seis meses. Después de los seis meses el personal del despacho debe cambiar el estado en el sistema a inactivos (abandonados). Después de pasado este período si la parte ha hecho algún movimiento el personal del despacho debe reentrarlo, así como también tenga más de 10 años de estar inactivo o terminado estadísticamente.

Juzgado Penal del I Circuito Judicial Alajuela:

En lo que respecta al Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Alajuela, no ha iniciado con este proceso, está pendiente por parte de Tecnología de la Información la capacitación relacionada con el procedimiento que se debe hacerse para la revisión y aprobación del traslado de dineros de SDJ registrados en expedientes de terminados con más de 10 años sin actividad; ya que la mayoría de los jueces carecen de conocimiento de esos asuntos, debido a que el sistema de gestión está captando muy pocas causas. 

Recomendación

Se insta al personal de los despachos judiciales que utilicen los procedimientos correctos a la hora de reentrar o reabrir un expediente, según se indica en este oficio y manuales adjuntos; con el fin de evitar posibles inconsistencias en el sistema informático que se verán reflejadas en los informes estadísticos revisados por el Subproceso de Estadística.

	Anexo
	Descripción
	Archivo

	1
	Oficio 3219-2022. Secretaría de la Corte
	


	2
	Oficio 9115-2022. Secretaría de la Corte
	
  

	3 
	Correo a la Dirección de Informática sobre manuales sobre el trámite que se debe hacer para reentrar expedientes en despachos judiciales. 
	


	 4 
	Manual Sistema de Gestión Despachos Judiciales
	


	5 y 6
	Minuta 72-PLA-ES-MNTA-2023. 
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	7
	Correo de parte del Coordinador Judicial Juzgado Penal de Alajuela
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Manifiesta la vicepresidenta, magistrada Vargas Vásquez: “Me parece que está bien la propuesta, pero esto de que utilicen los procedimientos correctos a la hora de reentrar hay que ajustarlo.”

Indica el máster Kidd Alvarado: “Me parece que la duda con respecto al final es que esos tres despachos que se mencionan fueron los que la Dirección de Planificación les consultó cómo es que hacen el proceso.”

Consulta la vicepresidenta, magistrada Vargas Vásquez: “¿Pero no son los únicos a los que va dirigido?” 

Responde el máster Kidd Alvarado: “No, entonces pareciera que más bien sería a nivel general que todos los despachos deberían hacerlo en forma correcta a la hora de rentar un caso. Es a nivel general, no solamente a ellos, ellos fueron los que tomaron como parámetro para consultar por parte de la Dirección de Planificación para ver cómo es que lo hacían, pero podemos contestarle a la Comisión Permanente de Seguimiento y Atención de Prevención de la Violencia Intrafamiliar e igualmente disponer tal vez si les parece una circular a nivel general.”

Indica la vicepresidenta, magistrada Vargas Vásquez: “Me parece muy bien, quedaría con mayor claridad y acoger la recomendación de la Dirección de Planificación, pero no sería solo para esos despachos.”

-0-

Se acordó: Acoger la recomendación emitida en el oficio N° 142-PLA-ES-2023 del 07 de febrero de 2024, suscrito por el máster Erick Mora Leiva y la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya; por su orden, Jefe de Proceso de Planeación y Evaluación y Jefa de Subproceso de Estadística, en consecuencia: 1.) Deberá el personal de los despachos judiciales realizar los procedimientos correctos en los sistemas informáticos en cuanto a la forma de como reentrar una causa después de estar inactiva (abandonado) o terminado estadísticamente. Estos procedimientos deberán estar ajustados a lo indicado por la Dirección de Planificación en el oficio 142-PLA-ES-2023 del 07 de febrero de 2024, así como, a los manuales publicados en el Sistema GIS, en el apartado de “artículos” que le indica al personal de los despachos judiciales la forma en que se debe hacer el trámite a nivel estadístico, con el fin de evitar posibles inconsistencias en el sistema informático que se verán reflejadas en los informes estadísticos revisados por el Subproceso de Estadística. 2.) La Secretaría General de la Corte, tomará nota para realizar los trámites correspondientes a la publicación de la circular respectiva.

 El Tribunal de Juicio de Puntarenas, el Juzgado Civil de Puntarenas y el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial Alajuela, tomarán nota para lo que corresponda.”


Atentamente, 



Jonathan Aguilar Gómez
Prosecretario General interino
Secretaría General de la Corte
 
	

Cc: 	Tribunal de Juicio de Puntarenas 
Juzgado Civil de Puntarenas 
Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial Alajuela
Encargada de Circulares de la Secretaría General de la Corte
	Diligencias / Refs: (10199-2018, 1368-2024) 
Iquesadac
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                           Secretaría General

San José, 31 de marzo de 2022

N° 3219-2022

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora

Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora 

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento

de la Función Jurisdiccional 



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-2022 celebrada el día 15 de marzo de 2022, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc97821281]“ARTÍCULO LV



Documento N° 2553-2022

[bookmark: _Hlk69369918]

[bookmark: _Hlk84413509]La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio Nº 047-CACMFJ-JEF-2022, del 1 de marzo de 2022, hizo de conocimiento lo siguiente:



“El Consejo Superior en sesión N° 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo XXI, aprobó “Acoger la propuesta presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2674-DE-2019 del 13 de junio de 2019, y trasladarla a conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que se desarrollen los planes de apoyo a los despachos, que les permita dar atención a esta tarea de forma tal que se determine con prontitud, comenzando con los despachos que concentren las mayores sumas así como con la revisión de los depósitos con mayores montos, para determinar si pueden ser trasladados a la CCSS y se emitan las resoluciones que así lo dispongan, para lo cual el citado Centro valorara la sugerencia para atender la primera etapa de este proceso. Se declara acuerdo firme.”



El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CAMFJ) en cumplimiento de lo anterior, ha realizado una serie de acciones con los despachos judiciales y los entes relacionados, que se presentan a continuación:



1. Antecedentes



1.1. El Consejo Superior en sesión N°79-2018, artículo XI, acordó: “... c.) Disponer que los jueces y juezas, a partir del momento que la Dirección Ejecutiva lo informe mediante proyecto de circular que remitirá a este Consejo, verifiquen y validen en el Sistema de Gestión, los expedientes en estado terminado o en abandono, que tengan depósitos activos en el SDJ, con 10 años o más y que generarán las sumas a trasladar a la CCSS…”



1.2. El Consejo Superior en sesión No. 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo XX, aprobó la propuesta circular que posteriormente fue comunicada bajo el consecutivo N° 167-2018.



1.3. El Consejo Superior en sesión N° 63-2019 conoció el oficio N°134-CJC-2019 del 4 de julio de 2019 de la Comisión de la Jurisdicción Civil que solicitó criterio referente a los expedientes destruidos y el traslado al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, acordando “Comunicar a la Comisión de la Jurisdicción Civil, que este Consejo considera que no es el órgano competente para atender la gestión relacionada con los expedientes destruidos y el traslado al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, por cuanto se trata de un tema jurisdiccional.”



1.4. El Consejo Superior en sesión No. 107-19 celebrada el 10 de diciembre de 2019, artículo VII, acordó: “1.-) Tomar nota de la comunicación de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y estar a la espera de lo que resuelva la Sala Constitucional con respecto a este tema, para posteriormente implementar los planes de apoyo a los despachos, que permita cumplir con lo establecido en la Ley 9578. 2.-) Deberá el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, implementar a la brevedad los planes de apoyo para los despachos con mayor cantidad de depósitos asociados a expedientes en estado de abandono. Se declara acuerdo firme.”



1.5. El Consejo Superior en sesión No. 002-2020 celebrada el 9 de enero del 2020, artículo LXXIII, acordó: “Tomar nota de la Resolución N° 2019024684 de la Sala Constitucional, remitida por la Dirección Ejecutiva.  2.) Mantener en suspenso el traslado al Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de los depósitos provenientes de procesos judiciales concluidos o abandonados, correspondientes al segundo semestre del año 2019 y que no son reclamados en el plazo de diez años, hasta que la Dirección Jurídica atienda la consulta planteada. 3.) Deberá la Dirección Jurídica, valorar lo que ya se trasladó de los recursos al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, en el entendido que fue en función de lo que establecía el transitorio, que es lo que se está anulando. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara acuerdo firme.”



1.6. [bookmark: _Hlk63243483]El Consejo Superior en sesión No. 011-2021 celebrada el 9 de febrero del 2021, artículo XLVIII, acordó: “A la luz de lo resuelto por la Sala Constitucional, en la resolución N° 2021000036 de las nueve horas y quince minutos del cinco de enero del dos mil veintiuno 1.) Tener por presentado el oficio N° 042-CACMFJ-JEF-2021 de 1 de febrero de 2021, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el que indica que se realizarán las coordinaciones correspondientes con la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Financiero Contable para elaborar el plan de acción en atención a los despachos judiciales que presentan mayor cantidad de depósitos asociados a expedientes en estado de abandono. 2.) Deberá la Dirección Ejecutiva reactivar el citado plan y remitir a conocimiento de este Consejo Superior lo pertinente.



1.7. El Consejo Superior en sesión No. 26-2021 celebrada el 6 de abril del 2021, artículo XV, acordó: “Acoger la solicitud presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio 974-DE-2021 del 22 de marzo de 2021, en consecuencia, levantar la suspensión decretada en sesión N° 2-2020 de 9 de enero de 2020, artículo LXXIII, respecto al traslado al Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de los depósitos provenientes de procesos judiciales concluidos o abandonados, correspondientes al segundo semestre del año 2019 y que no son reclamados en el plazo de diez años, hasta que la Dirección Jurídica atienda la consulta planteada. 2.) Aprobar la publicación del siguiente proyecto de circular: N° 101-2021”



1.8. El Consejo Superior en sesión No. 85-2021 celebrada el 30 de setiembre del 2021, artículo XIV, acordó: “Acoger el oficio N° 3220-DE-2021 del 21 de setiembre de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en consecuencia: 1.) Deberá el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en coordinación con la Dirección Ejecutiva, implementar un plan de acción para la revisión de los expedientes que cumplen con la condición establecida en la Ley N°9578, tal y como ya lo había acordado el Consejo Superior. 2.) Reiterar la circular número 101-2021, del 11 de mayo del 2021, denominada modificación de la circular N° 102-2010 sobre “Reactivación del traslado de recursos asociados a expedientes abandonados al Régimen No Contributivo de la CCSS, Ley N° 9578” mediante la cual se giran instrucciones respecto a las acciones administrativas a adoptar con motivo de la Ley citada.”



1.9. La Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 416-DE-2022, remitió el oficio N° 139-TI-2022 del 28 de enero de 2022, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, jefa a.i. del Departamento Financiero Contable, por medio del cual informa sobre el traslado de recursos principal e intereses al Régimen No Contributivo de la CCSS del segundo semestre del año 2021.



2. Información relevante



En cumplimiento con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 85-2021 celebrada el 30 de setiembre del 2021, artículo XIV, se estableció un plan de acción que tomó como base el oficio de la Dirección Ejecutiva N° 973-DE-2021 que contenía el listado de los despachos judiciales que presentaban montos con depósitos de 10 o más años sin movimiento alguno; a saber: 



Figura N°1



Detalle de los despachos que presentan expedientes con montos de depósitos

Sin movimiento en los últimos 10 años 

Marzo 2021



		Despacho

		Depósitos

		Monto



		JUZG. 3RO CIVIL SAN JOSE

		28 846

		630 803 761,09



		JUZG. 2DO CIVIL SAN JOSE

		29 421

		594 415 491,05



		JUZG. 1RO CIVIL SAN JOSE

		26 343

		588 771 541,91



		JUZGADO CIVIL DE ALAJUELA

		8 533

		252 226 460,30



		JUZGADO CIVIL DE HEREDIA

		10 363

		246 956 344,99



		JUZGADO DE TRABAJO DE SAN JOSE

		2 355

		236 079 414,50



		JUZGADO CIVIL I CIRC. JUD ZONA ATLANTICA

		7 098

		173 901 846,39



		JUZGADO DE TRABAJO II C.J. SAN JOSE

		1 193

		172 956 579,90



		JUZGADO CIVIL DE CARTAGO

		3 264

		169 449 098,03



		JUZGADO COBRO DEL ESTADO II CJSJ SEC III

		4 894

		134 935 840,61



		JUZGADO CONT. ADM. Y CIVIL DE HACIENDA

		529

		113 140 548,76



		TRIB. 2° COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL SAN JOSE

		201

		80 747 835,11



		TRIB. 1° COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL SAN JOSE

		465

		72 356 370,62



		JUZG. ESPECIALIZADO EN COBRO DE SAN JOSE

		1 333

		65 046 289,32



		JUZGADO PENAL DE SAN JOSÉ

		234

		58 721 284,74



		JUZG.CIVIL Y TRABAJO P.Z. (CIVIL)

		2 903

		51 087 604,00



		JUZGADO COBRO DEL ESTADO II CJSJ SEC I

		1 383

		44 042 887,49



		JUZGADO CONCURSAL DE SAN JOSE

		59

		39 767 232,56



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE DESAMPARADOS

		42

		35 574 798,09



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  ALAJU

		14

		34 553 067,94



		JUZG. COBRO CIVIL MENOR CUANTIA HEREDIA

		568

		34 367 639,27



		JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL

		297

		30 650 456,83



		JUZGADO DE COBRO DEL I CJ ZONA ATLÁNTICA

		199

		30 455 247,12



		JUZGADO CIVIL, AGRARIO PUNTARENAS (CI)

		1 074

		28 895 864,66



		JUZGADO COBRO DEL ESTADO II CJSJ SEC II

		461

		27 317 970,98



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE NICOYA

		943

		27 075 834,56



		TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

		25

		22 010 430,19



		JUZGADO DE TRABAJO DE SAN RAMON

		1 388

		21 552 088,44



		JUZ. CIVIL Y TRABAJO DE LIBERIA

		1 215

		20 932 869,90



		JUZGADO PENAL DE DESAMPARADOS

		109

		19 984 557,42



		JUZ. CIV TRAB FAMILIA DE QUEPOS

		63

		19 874 266,16



		JUZ CIVIL TRAB Y FAMIIA DE HATILLO (FA)

		171

		19 574 389,85



		JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA

		229

		18 429 084,20



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CORREDORES

		861

		14 386 154,97



		JUZG. PENSIONES ORAL ELECT. DESAMPARADOS

		1 007

		12 639 762,94



		JUZGADO DE TRABAJO LIMÓN

		147

		12 636 890,56



		JUZGADO AGRARIO II C.J. SAN JOSE

		35

		12 561 067,11



		JUZG. CIVIL Y TRABAJO GOLFITO

		463

		12 506 583,63



		JUZGADO DE COBRO DE POCOCÍ

		28

		11 864 848,07



		JUZG. CIVIL Y TRABAJO SAN CARLOS (CI)

		25

		11 209 271,28



		JUZGADO CIVIL II C.J. ZONA ATLANTICA

		156

		10 328 458,83



		TRIBUNAL DE PUNTARENAS (PE)

		1

		10 126 800,00



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  SAN R

		4

		10 013 250,50



		TRIBUNAL PENAL III CJ SAN JOSE, SEDE S.O

		15

		9 752 675,00



		TRIBUNAL DEL I C. J. ZONA ATLANTICA

		17

		9 279 740,00



		JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BAGACES

		2

		8 882 634,28



		JUZGADO DE FAMILIA I CIRC. JUD ALAJUELA

		24

		8 179 926,36



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  CARTA

		119

		7 881 793,72



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  PUNTA

		123

		6 856 727,71



		JUZGADO DE FAMILIA II C.J. DE SAN JOSE

		149

		6 226 083,36



		JUZ. AGRARIO II CIRC JUD. ALAJUELA

		9

		6 065 685,00



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO EN GRECIA

		107

		5 793 829,20



		TRIBUNAL DE CARTAGO

		22

		5 613 152,00



		JUZG.TRABAJO ALAJUELA

		95

		5 447 816,00



		JUZGADO DE COBRO DE SANTA CRUZ

		67

		5 328 932,81



		JUZGADO DE FAMILIA HEREDIA

		12

		5 240 574,10



		JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL S.J.

		6

		5 190 170,00



		JUZGADO DE TRABAJO DE CARTAGO

		78

		4 909 675,45



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE SANTA CRUZ

		83

		4 824 084,15



		JUZGADO PENAL DE LIBERIA

		22

		4 187 072,38



		TRIBUNAL DE JUICIO HEREDIA

		79

		4 179 618,46



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE TURRIALBA

		323

		4 000 867,51



		JUZGADO AGRARIO DE PUNTARENAS

		4

		3 952 716,31



		TRIBUNAL PENAL I CIRCUITO JUDICIAL S J

		34

		3 885 567,34



		JUZGADO PENAL DE NICOYA

		17

		3 743 429,00



		JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO

		50

		3 706 939,06



		TRIBUNAL DE JUICIO, SEDE LIBERIA

		12

		3 584 700,00



		JUZGADO CIVIL,TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL

		428

		3 365 110,07



		JUZ. AGRARIO DE LIMON

		11

		3 329 324,50



		TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO DE SAN JOSE

		20

		3 208 005,00



		JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS

		23

		3 147 143,13



		JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS

		10

		3 072 541,89



		JUZG. CIVIL, TRAB, FAM Y PJ BUENOS AIRES

		288

		2 879 785,49



		JUZGADO PENAL I CIRC. JUD. DE ALAJUELA

		30

		2 874 072,00



		TRIBUNAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ

		4

		2 570 000,00



		JUZGADO DE COBRO DEL I CJ ZONA SUR

		16

		2 434 412,11



		TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA

		68

		2 226 122,80



		UNIDAD ADMINISTRATIVA SAN RAMON

		106

		2 179 069,20



		TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA

		27

		2 007 091,00



		JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO

		31

		1 979 119,39



		JUZG. TRABAJO Y FAM DE HATILLO S SEBAS Y ALAJ

		11

		1 940 295,71



		JUZG CONTRAV MENOR CTIA  QUEPOS

		9

		1 938 170,21



		JUZG. FAMILIA, PENAL JUV. V.D SANTA CRUZ

		25

		1 851 003,15



		JUZG. COBRO CIVIL MENOR CUANTIA ALAJUELA

		36

		1 831 172,88



		JUZGADO DE PENSIONES Y V D DE LA UNION

		139

		1 764 595,95



		JUZGADO PENAL DE GOLFITO

		29

		1 718 527,00



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  LIMON

		14

		1 650 193,20



		JUZGADO AGRARIO II C.J. ZONA ATLANTICA

		71

		1 647 529,80



		JUZ. AGRARIO DE LIBERIA

		15

		1 596 425,27



		JUZGADO PENAL HEREDIA

		23

		1 565 629,00



		TRIB. PENAL III C.J. SAN JOSE ( DESAMPA)

		12

		1 540 150,00



		JUZGADO PENAL DE SANTA CRUZ

		12

		1 494 215,00



		JUZGADO PENAL DE CARTAGO

		34

		1 390 627,00



		JUZG. PENSIONES ALIMENTARIAS I C.J.S.J.

		115

		1 365 808,19



		JUZGADO AGRARIO DE SANTA CRUZ

		20

		1 322 373,97



		JUZG CIVIL Y TRABAJO STA CRUZ (LABORAL)

		25

		1 289 145,89



		JUZGADO PENAL DE PÉREZ ZELEDÓN

		25

		1 256 007,90



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  LIBER

		7

		1 211 127,75



		TRIBUNAL DE FLAGRANCIA DE PUNTARENAS

		5

		1 208 465,00



		JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA MATINA

		15

		1 204 700,38



		JUZGADO PENAL DE POCOCÍ Y GUÁCIMO

		3

		1 188 802,00



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA TURRIALBA

		20

		1 179 290,54



		JUZG. CONTRAVENCIONAL CORREDORES

		14

		1 163 329,03



		TRIBUNAL DE JUICIO, SEDE NICOYA

		25

		1 127 594,05



		JUZG. 2° ESPECIALIZADO DE COBRO I C.J.SJ

		11

		1 116 476,93



		JUZGADO CONTRAV. Y PENSIONES DE LIBERIA

		108

		1 073 948,66



		JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS

		2

		1 065 907,00



		JUZGADO DE TRABAJO HEREDIA

		59

		1 065 644,24



		JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA  SANTA ANA

		43

		1 053 628,37



		TRIBUNAL II C. J. DE LA ZONA ATLANTICA

		8

		1 001 893,00



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA ATENAS

		4

		930 043,90



		JUZG CIVIL TRABAJO FAM PJ Y VD SARAPIQUI

		31

		895 206,66



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA NARANJO

		13

		892 183,56



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA PALMARES

		11

		771 299,31



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA PURISCAL

		41

		769 735,17



		TRIBUNAL DE LA ZONA SUR, SEDE GOLFITO

		9

		729 215,00



		JUZGADO DE COBRO Y MENOR CTIA SAN CARLOS

		46

		685 364,92



		JUZGADO PENAL DE PAVAS

		3

		663 000,00



		JUZ. AGRARIO CORREDORES (PUNT)

		8

		601 247,00



		JUZG DE COBRO MENOR CTIA CONTRAV GOLFITO

		15

		568 148,58



		JUZG. 2DO FAMILIA SAN JOSE

		16

		530 795,80



		JUZGADO PENAL DE GARABITO

		1

		520 000,00



		JUZGADO PENAL EN SAN JOAQUIN DE FLORES

		2

		517 498,00



		JUZGADO AGRARIO IIICJ ALAJUELA, S RAMON

		9

		507 136,00



		JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA UNIÓN

		11

		442 080,98



		JUZGADO DE FAM., P. JUVENIL Y V. D. QUEPOS

		2

		425 000,00



		JUZGADO AGRARIO DE ALAJUELA

		7

		384 953,59



		TRIBUNAL DE GUANACASTE, SEDE CAÑAS

		7

		346 274,50



		JUZGADO DE TRABAJO II C J ZONA ATLANTICA

		8

		333 786,21



		TRIBUNAL II CJ ZONA ATLANTICA SIQUIRRES

		3

		321 710,00



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  HERED

		4

		312 223,00



		JUZG. 1RO FAMILIA SAN JOSE

		12

		310 946,06



		TRIBUNAL PUNTARENAS, SEDE QUEPOS

		3

		300 000,00



		JUZG FAMILIA Y V.D. II CJ GTE, NICOYA

		16

		298 000,00



		JUZG. FAMILIA DESAMPARADOS

		6

		289 676,44



		JUZ. PENSIONES Y V D DE  ESCAZU

		1

		260 000,00



		JUZGADO ESPECIALIZADO DE COBRO CARTAGO

		2

		249 579,04



		JUZGADO DE COBRO DE LIBERIA

		16

		227 248,74



		JUZ. CONT Y MENOR CUANTIA DE ESCAZU (FC)

		6

		227 056,36



		JUZGADO DE TRABAJO DEL II CJ DE ALAJUELA

		6

		221 027,02



		JUZG. CONTRAV. MENOR CTÍA. PAVAS

		6

		212 599,95



		JUZG CONTRAV MENOR CUANTIA GARABITO

		1

		204 403,30



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTÍA HATILLO

		17

		195 980,00



		JUZGADO NOTARIAL

		4

		192 578,80



		JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II.C.J.S.

		17

		190 098,85



		JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE

		16

		181 230,00



		JUZGADO DE COBRO DE GRECIA

		1

		176 434,63



		JUZGADO CIVIL Y TRAB. IIC.J. ALAJUELA, UPALA

		4

		166 334,17



		JUZ. CONTRAV. MENOR CUANTIA DE ALVARADO

		5

		154 920,12



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA ESPARZA

		4

		148 027,98



		JUZGADO DE COBRO DE GOLFITO

		4

		139 230,75



		JUZG CONTRAV MENOR CUANTIA CAÑAS

		5

		126 518,25



		JUZG FAMILIA II CJ Z. ATL, GUAPILES

		4

		120 360,00



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  HATIL

		3

		120 262,00



		JUZG.FAMILIA  VD ICJ GUANACASTE, LIBERIA

		2

		117 174,00



		JUZ. CONTRAV. MENOR CUANTIA DE JIMENEZ

		2

		108 020,00



		TRIBUNAL DE LA ZONA SUR, SEDE CORREDORES

		3

		105 000,20



		JUZG. CONTRAV Y MENOR CUANTIA ALAJUELITA

		4

		104 394,43



		TRIBUNAL  II CIRC JUD. ALAJUELA

		2

		102 400,00



		JUZG. CONTRAV. MENOR CTÍA. SAN SEBASTIAN

		1

		100 000,00



		TRIBUNAL DE HEREDIA, SEDE SARAPIQUI

		1

		100 000,00



		JUZGADO PENAL DE LA UNIÓN

		2

		98 000,00



		JUZG.CIVIL Y TRABAJO PZ (AGRARIO)

		5

		94 771,46



		TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  NICOY

		3

		94 750,00



		JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES

		3

		85 250,00



		JUZG. CONTRAV Y MENOR CUANTIA DE OSA

		4

		82 340,27



		JUZGADO DE FAMILIA, PJ,VD DE TURRIALBA

		8

		81 320,00



		SALA PRIMERA

		20

		80 000,00



		JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS CARTAGO

		17

		79 181,15



		JUZ. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA SIQUIRRES

		4

		62 570,16



		TRIBUNAL DE JUICIO DE SAN RAMON

		2

		60 000,00



		JUZGADO DE TRÁNSITO DE PEREZ ZELEDÓN

		6

		59 185,00



		JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA DE POAS

		27

		56 951,55



		JUZG CONT MENOR CTIA Y TR SARAPIQUI

		2

		55 251,26



		JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA  ASERRI

		6

		52 652,30



		JUZGADO CONTRAV. MENOR CTIA DE SAN MATEO

		2

		51 806,47



		JUZGADO PENAL JUVENIL HEREDIA

		10

		44 095,00



		JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI

		1

		32 778,90



		JUZGADO PENAL DE LIMON

		3

		30 325,00



		JUZGADO DE PENSIONES DEL I CJ.  ALAJUELA

		1

		30 000,00



		JUZGADO PENAL JUVENIL I CJ GUAN, LIBERIA

		1

		30 000,00



		JUZG. PENSIONES ALIMENTARIAS PUNTARENAS

		2

		28 600,00



		JUZGADO CONTRAVENCIONAL I C.J. SAN JOSE

		4

		25 200,00



		JUZGADO FAMILIA Y VD III CJ ALAJUELA S R

		1

		25 000,00



		JUZG. CONTRAV. Y PENSIONES DE SANTA CRUZ

		1

		25 000,00



		JUZGADO COBRO MENOR CTIA Y CONT GRECIA

		4

		20 649,13



		JUZGADO PENAL DE SAN RAMÓN

		1

		20 000,00



		JUZGADO DE COBRO DE PUNTARENAS

		1

		12 500,00



		JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA SAN JOAQUIN

		3

		10 402,59



		JUZGADO VIOLENCIA DOMÉSTICA SAN JOSE

		1

		10 000,00



		JUZ. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA SAN RAFAEL

		2

		9 935,00



		JUZGADO PENAL JUVENIL DE LIMON

		2

		7 200,00



		JUZGADO TRABAJO III C.J.S.J

		3

		6 000,00



		JUZGADO CONTRAV Y MENOR CUANTIA DE UPALA

		1

		3 777,10



		JUZGADO PENAL DE TURRIALBA

		1

		2 000,00



		JUZGADO PENAL DE HATILLO

		1

		1 145,00





            Fuente: Oficio 973-DE-2021



Para elaborar el plan de acción previamente se realizó una sesión de trabajo el 27 de abril de 2021, con representación de la Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información y el Departamento de Financiero Contable.



3. Desarrollo del plan de acción



El plan inicia con el abordaje de los despachos judiciales que presentaban los montos más altos, con el fin de informar y solicitar a la persona juzgadora coordinadora que trazara la ruta de trabajo con el recurso humano ordinario existente en cada despacho judicial y sus particulares, para identificar aquellos depósitos y trasladar los montos que cumplieran con los parámetros al Régimen No Contributivo de la CCSS (RNC).



El abordaje se ha realizado por etapas, empezando con los despachos judiciales que tuvieran  girar la mayor cantidad de dinero en colones a trasladar, como se muestra en la siguiente figura.



Figura N°2

Plan de trabajo por etapas

2021
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Fuente: Seguimiento RNC



En 2021 logró cubrirse la totalidad de las tres primeras etapas, para el primer semestre de este año se estarían abordando los despachos judiciales contemplados en la etapa 4 y 5. 



El abordaje realizado ha contado con el acompañamiento de las personas gestoras, en el caso de las materias que cuentan con este recurso y en las restantes con los profesionales asignados. 



Principales acciones realizadas:



· Sesiones de trabajo con el personal juzgador coordinador para trazar la ruta de trabajo, y exponer los antecedentes, la Ley 9578 “Ley para trasladar recursos al régimen no contributiva de pensiones, administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS)” ; así como, el procedimiento a utilizar para la revisión y aprobación del traslado del RNC.



· Reiteración mediante correo electrónico de circulares y directrices emitidas por los órganos superiores respecto a la aplicación de la Ley.



· Guía para elaborar el plan de trabajo tomando en cuenta las condiciones propias de cada despacho.



· Promover la recapacitación en el módulo de Traslados del Sistema de Gestión.



· Coordinación con la Dirección de Tecnología para establecer los montos exactos por despacho y verificar si hay diferencias con la información que genera la persona cajera de los despachos.



En el caso de la materia Penal la licenciada Nuria Villalobos Solano, jueza gestora de dicha materia indicó:



“… en la materia penal es imposible que un expediente sea considerado en "estado de abandono", debido al impulso procesal de oficio que regula el proceso penal según lo establece el mismo Código de la materia.  



Un expediente se considera en "abandono" cuando las partes no realizan ninguna acción para impulsar su continuación, situación que es común en otro tipo de procesos, pero no es aplicable en el proceso penal donde la fiscalía y/o el juez (a) deben impulsar de oficio la continuación del proceso hasta su finalización...”



Por lo anterior el Tribunal de Juicio de Puntarenas, no participó de los abordajes.



4. Análisis cuantitativo



Del abordaje realizado en primera instancia, se obtuvo un aumento en el 2021 proveniente de aquellos despachos judiciales que presentaban mayores montos a trasladar al Régimen No Contributivo de la CCSS.



En 2019 se trasladó un total de ₡232 138 523,63 colones y en 2021 de ₡553 656 811,34; se observa al realizar la resta que ₡321 518 287,71 colones equivalen a un aumento del 58%, para el 2020 no se realizó ningún traslado en espera de la resolución de Sala Constitucional ante la consulta planteada por el Juzgado Segundo Civil de San José.



Figura N°3



Resumen de traslados de dinero

Realizados al Régimen No Contributivo de la CCSS

2019-2021



		Número de Oficio

		Fecha de traslado

		Traslado principal

		Interés

		Total de traslado



		1059-DE-2019

		Febrero 2019

		₡3 378 486,19

		₡3 833 978,43

		₡7 212 464,62



		3429-DE-2019

		Julio 2019

		₡104 534 958,52

		₡120 391 100,49

		₡224 926 059,01



		2019

		₡232 138 523,63



		3220-DE-2021 

		Septiembre 2021

		₡69 986 393,94

		₡85 526 463,09

		₡155 512 857,03



		0416-DE-2022

		Enero 2022

		₡209 642 949,41

		₡188 501 004,90

		₡398 143 954,31



		2021

		₡553 656 811,34





Fuente: Nexus[footnoteRef:1] [1: https://nexuspj.poderjudicial.go.cr/search?nq=&q=lEY%209578%20&facets=Tipo%20de%20informaci%C3%B3n:Acta%20de%20Consejo%20Superior&facets=A%C3%B1o:2019] 




De manera gráfica se representa el aumento en la cantidad de dinero trasladado al Régimen No Contributivo de la CCSS.



Figura N°4



Traslados de dinero

Realizado al Régimen No Contributivo de la CCSS

2019-2021





El aumento del 58% mostrado entre los traslados del 2019 y el 2021 demuestra que los planes de trabajo y acciones realizadas han resultado efectivos.



5. Recomendaciones



5.1. Al Consejo Superior.



5.1.1. Tomar notas de las acciones realizadas por el Centro.



5.1.2. Reiterar a los despachos judiciales la obligación de cumplir con lo establecido por Ley, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad.



5.2. Solicitar a las Comisiones Jurisdiccionales de materia Civil, Trabajo, Familia y Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica, Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, emitir criterio sobre:



5.2.1. Las consultas que se presenten con el traslado de dineros de expedientes archivados o destruidos, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021.



5.2.2. Las consultas que se presenten sobre expedientes identificados como “no registrados” los cuales no aparecen en Escritorio Virtual por haber sido migrados de despachos que desaparecieron con la Reforma Civil y Laboral, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. 



5.2.3. Indicar si los dineros depositados cuando se recusa a una persona juzgadora también deben trasladarse.



5.3. A la Dirección de Tecnología de la Información.



5.3.1. Retomar el proceso de capacitación en el uso del módulo del sistema de Gestión creado para facilitar la depuración de los expedientes que se encuentren en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad.



5.3.2. Remitir el listado actualizado de los despachos que presentan montos en el SDJ con más de 10 años.



5.3.3. Publicar nuevamente el manual de uso del módulo del sistema de Gestión para el “Traslado al RNC”



5.4. A la Dirección Ejecutiva.



5.4.1. Valorar en conjunto con la Auditoría Judicial la posibilidad de incluir dentro las pruebas de SDJ que realizan las Administraciones Regionales, una que permita identificar los movimientos o traslados al RNC que efectúan los despachos judiciales, lo anterior con el fin de detectar si se realiza de manera periódica y continua. Se recomida utilizar la metodología de la prueba 1 que se realiza actualmente.



5.5. Al Subproceso de Estadística.



5.5.1. Definir si al reentrar un proceso que se encuentra archivado para emitir la resolución de traslado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico.



5.6. A la Inspección Judicial.



Verificar en las visitas realizadas a los despachos judiciales, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante las circulares emitidas.
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En sesión N° 79-18 celebrada el 5 de setiembre del 2018, artículo XI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“Se acordó: 1.) Acoger la gestión de las máster Ana Eugenia Romero Jenkins y Kattia Morales Navarro, por su orden, Directora Ejecutiva y Directora de Tecnología de la Información y por consiguiente; a.) Aprobar el procedimiento “Guía práctica para trasladar recursos al régimen no contributivo de pensiones, administrado por la Caja Costarricense Seguro Social (CCSS)”, elaborado por el Departamento Financiero Contable y el Plan de Trabajo propuesto por la Dirección de Tecnología de la Información.  b.) Suspender las tareas del cronograma del proyecto relacionadas con la unificación de las bases de datos del SDJ, así como el Acceso en línea al Banco de Costa Rica y continuar sólo con las labores que son propias de la reforma civil y el soporte al Módulo de Giro Continuo, con el fin de poder atender este nuevo proyecto. c.) Disponer que los jueces y juezas , a partir del momento que la Dirección Ejecutiva lo informe mediante proyecto de circular que remitirá a este Consejo, verifiquen y validen en el Sistema de Gestión, los expedientes en estado terminado o en abandono, que tengan depósitos activos en el SDJ, con 10 años o más y que generarán las sumas a trasladar a la CCSS.  d.) Autorizar que se demore el inicio del desarrollo del módulo para el registro de las actividades del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales.  2.) La Dirección Ejecutiva, la Dirección de Tecnología de la Información y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo de sus cargos.”



-0-



La Secretaría General de la Corte, mediante circular N° 167-2018 del 3 de diciembre de 2018, hizo de conocimiento de todos los despachos, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior, en sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo XX, en que acordó trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, de conformidad con la Ley N° 9578.



Luego, en sesión N° 57-19 del 25 de junio de 2019, artículo XXI, se acogió la propuesta presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2674-DE-2019 del 13 de junio de 2019, y trasladarla a conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que se desarrollaran los planes de apoyo a los despachos, que les permita dar atención a esta tarea de forma tal que se determine con prontitud, comenzando con los despachos que concentren las mayores sumas así como con la revisión de los depósitos con mayores montos, para determinar si pueden ser trasladados a la CCSS y se emitan las resoluciones que así lo dispongan, para lo cual el citado Centro valorara la sugerencia para atender la primera etapa de este proceso.



Además, en sesión N° 63-19 del 16 de julio de 2019, se comunicó a la Comisión de la Jurisdicción Civil, que este Consejo consideraba que no era el órgano competente para atender la gestión relacionada con los expedientes destruidos y el traslado al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, por cuanto se trata de un tema jurisdiccional.



Seguidamente, en sesión N° 107-2019 del 10 de diciembre de 2019, artículo VII, se tomó nota de la comunicación de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y estar a la espera de lo que resolviera la Sala Constitucional con respecto a este tema, para posteriormente implementar los planes de apoyo a los despachos, que permita cumplir con lo establecido en la Ley 9578. Asimismo debería el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, implementar a la brevedad los planes de apoyo para los despachos con mayor cantidad de depósitos asociados a expedientes en estado de abandono.



Posteriormente, en sesión N° 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XV, acogió la solicitud presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio 974-DE-2021 del 22 de marzo de 2021, en consecuencia, se levantó  la suspensión decretada en sesión N° 2-2020 de 9 de enero de 2020, artículo LXXIII, respecto al traslado al Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de los depósitos provenientes de procesos judiciales concluidos o abandonados, correspondientes al segundo semestre del año 2019 y que no son reclamados en el plazo de diez años, hasta que la Dirección Jurídica atienda la consulta planteada. 



Informa la Secretaria General de la Corte, que mediante circular 235-2021 del 26 de octubre de 2021, hizo de conocimiento de los despachos, jefaturas de Administraciones Regionales, del Departamento de Financiero Contable, el acuerdo adoptado por este Consejo en sesión N° 85-2021 celebrada el 30 de setiembre de 2021, artículo XIV. Asimismo, dispuso reiterar la circular N°101-2021 sobre la “Reactivación del traslado de recursos asociados a expedientes abandonados al Régimen No Contributivo de la CCSS, Ley 9578”, 



Finalmente, en sesión N° 12-2022 celebrada el 10 de febrero del 2022, artículo XXV, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:



“Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio Nº 416-DE-2022 del 31 de enero de 2022, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en que remite oficio Nº 139-TI-2022 del 28 de enero de 2022, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento de Financiero Contable, donde se informa sobre el traslado de recursos principal e intereses al Régimen No Contributivo de la CCSS del segundo semestre del año 2022. 2) Acoger las siguientes recomendaciones: a). Reiterar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 085-2021 celebrada el 30 de setiembre de 2021, artículo XIV, respecto a la implementar un plan de acción para la revisión de los expedientes que cumplen con la condición establecida en la Ley N° 9578. b). La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberán de coordinar con el Departamento Financiero Contable, para que se lleve a cabo una nueva capacitación al personal de los despachos judiciales, misma que se propone realizar de la siguiente manera: b.1.) Gestionar con la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) como ente técnico y como usuarios expertos en las funcionalidades de las pantallas y los procesos que se deben ejecutar en los Sistemas de Gestión y del Sistema de Depósitos Judiciales, para que sean quienes expongan los procesos. b.2.) Para ese efecto deberá la DTIC previo a la capacitación preparar los ambientes necesarios para ejemplificar y explicar con mayor detalle los procesos. b.3.) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional tendrá a su cargo los procesos de comunicación y coordinación para que se lleve a cabo esta capacitación y asista la mayor cantidad posible de personas funcionarias de los Despachos. b.4.) Esta capacitación sea grabada y se publique en la página de Intranet Judicial en el mismo sitio donde se mantiene la documentación del SDJ y demás documentación relacionada con el RNC, para que la misma esté disponible para los Despachos Judiciales.



(…)”



-0-



Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe Nº 047-CACMFJ-JEF-2022, del 1 de marzo de 2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en atención a los planes de apoyo a los despachos. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones emanadas de dicho informe, en consecuencia: a.) La Secretaria General de la Corte, mediante circular reiterará a los despachos judiciales la obligación de cumplir con lo establecido por Ley, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad. b.) Solicitar a las Comisiones Jurisdiccionales de materia Civil, Trabajo, Familia y Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica, Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, emitir criterio sobre: b.1) Las consultas que se presenten con el traslado de dineros de expedientes archivados o destruidos, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. b.2) Las consultas que se presenten sobre expedientes identificados como “no registrados” los cuales no aparecen en Escritorio Virtual por haber sido migrados de despachos que desaparecieron con la Reforma Civil y Laboral, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. b.3) Indicar si los dineros depositados cuando se recusa a una persona juzgadora también deben trasladarse. c.) La Dirección de Tecnología de la Información: Deberá de retomar el proceso de capacitación en el uso del módulo del sistema de Gestión creado para facilitar la depuración de los expedientes que se encuentren en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad. c.1) Remitir el listado actualizado de los despachos que presentan montos en el SDJ con más de 10 años, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a efecto de que coordinen lo correspondiente. c.2) Publicar nuevamente el manual de uso del módulo del sistema de Gestión para el “Traslado al RNC”. d.) La Dirección Ejecutiva: Valorar en conjunto con la Auditoría Judicial la posibilidad de incluir dentro las pruebas de SDJ que realizan las Administraciones Regionales, una que permita identificar los movimientos o traslados al RNC que efectúan los despachos judiciales, lo anterior con el fin de detectar si se realiza de manera periódica y continua. Se recomida utilizar la metodología de la prueba 1 que se realiza actualmente. e.) Al Subproceso de Estadística: Definir si al reentrar un proceso que se encuentra archivado para emitir la resolución de traslado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico. f.) La Inspección Judicial: Verificar en las visitas realizadas a los despachos judiciales, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante las circulares emitidas.”





Atentamente, 









Lic. Ricardo Calderón Fernández

Prosecretario General

Secretaría General de la Corte





 

Cc:

Comisión de la Jurisdicción Civil

Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia

Comision de la Jurisdicción Penal

Comisión de la Jurisdicción Contencioso, Administrativa y Civil De Hacienda

Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental

Tribunal de la Inspección Judicial

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Área de Gestión y Apoyo

Área de Coordinación y Mejoramiento

Auditoría

Dirección Ejecutiva

Dirección Jurídica

Dirección de Tecnología de la Información

Subproceso de Estadística

Encargada de Circulares de la Secretaría General de la Corte

Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe del Área de Gestión y Apoyo

Diligencias / Refs: (10199-18 / 2553-2022) 

naguilars

2019	

Traslado principal	Interés	Total de traslado	107913444.70999999	124225078.92	232138523.63	2021	

Traslado principal	Interés	Total de traslado	279629343.35000002	274027467.99000001	553656811.34000003	









Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José



1

DJ-AJ-C-699-2021 (2).pdf




    
                                                   Área de 
                                            Análisis Jurídico  
 
 



 



Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 



 



1 



San José, 1 de diciembre del 2021. 
Criterio N° DJ-AJ-C-699-2021 



 
 
 
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins 



Directora Ejecutiva 



S.     D. 



 
 
Estimada señora: 



 



En atención al oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019 de la Dirección Ejecutiva, le 



remito el informe solicitado. 



 



I. Antecedente de la gestión: 



 



Mediante oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia 



Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, se solicitó realizar el análisis jurídico sobre la procedencia 



de trasladar los recursos correspondientes a 212.627 depósitos con más de 10 años, los cuales 



suman ¢5.459.904.847.04, que hoy se mantienen en custodia en los expedientes de procesos 



abandonados al Régimen no contributivo de la C.C.S.S (RNC) y que se desconoce el expediente 



judicial al que pertenecen y la autoridad judicial que los tiene a cargo. 



 



 
II. Análisis: 



 



De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de 



lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la 



circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo 



XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse 



que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de 



los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que 
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legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto 



constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que 



plantea ese órgano colegiado, sin que se prejuzgue  o sustituya la capacidad de toma de 



decisiones que le compete a ese órgano consultante. 



 



Es así como frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la 



asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio 



administrativo; pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, 



es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer 



elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de 



su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples 



repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el 



asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad 



expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas. 



 



En relación con la consulta que se hace, ya esta Dirección Jurídica mediante el criterio 



N° DJ-AJ-C-593-2019 de 12 de diciembre del 2019, emitió criterio jurídico respecto de una 



consulta similar que realizó el Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, en la 



que se solicitó criterio legal sobre qué disponer respecto del contenido de la caja fuerte en la 



que se mantiene en custodia una serie de monedas y billetes, nacionales y extranjeros que ya 



no tienen circulación nacional y en los que se desconoce su procedencia y que nadie se ha 



apersonado a solicitar la devolución o a hacer efectivo su reclamo, criterio que se transcribe 



literalmente a continuación: 



 



“Se remite el siguiente criterio para que sea de conocimiento del Consejo 



Superior, por ser un tema de interés institucional que atiende la consulta realizada 



mediante escrito fechado 11 de octubre del año 2017 por la Licda. Ivannia Solano 



Gómez, Jueza Tramitadora del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San 



José, quien manifestó que la caja fuerte del Despacho mantiene en custodia una caja 



con una serie de monedas y billetes, nacionales y extranjeros que ya no tienen 



circulación nacional, refiriendo que desconoce su procedencia y que nadie se ha 



apersonado a solicitar su devolución o a hacer efectivo su reclamo, por lo que realiza 
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la consulta a esta Dirección Jurídica en cuanto a la disposición del contenido de esa 



caja. 



 



Al respecto, esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente: 



 



I.- Antecedentes: 



 



 A través del escrito fechado 11 de octubre del año 2017, la Jueza Tramitadora 



A.I. del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José informó que: ‘…este 



despacho en la actualidad mantiene en custodia dentro de nuestra caja fuerte una caja 



con una serie de monedas nacionales y extrajeras, así como de billetes que ya no 



tienen circulación nacional. La procedencia de dicha caja se desconoce, no se tiene 



certeza de quien la aportó ni el número de expediente al que pertenece. Vía telefónica 



se consultó al señor José Alberto Porras Pereira quien fungió en el cargo de 



Coordinador Judicial del despacho por largo tiempo (actualmente jubilado) de la 



existencia de dichas monedas a lo que indicó que son de vieja data de estar en custodia 



por el juzgado sin saber su procedencia. El 29 de junio del ario 2011 la licenciada 



Magda Díaz Bolaños, jueza tramitadora en ese entonces, realizó un inventario del 



contenido de la caja, el cual se encuentra dentro de la caja. En la actualidad nadie se 



ha apersonado a solicitar la devolución o hacer efectivo el reclamo de las monedas y 



billetes indicados’ y solicita el criterio: ‘…sobre como disponer del contenido de dicha 



caja’; en dicho escrito, aporta un inventario de las monedas y billetes en mención.  



 



II.- Análisis: 



 



 La consulta realizada por el Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San 



José está encaminada a la disposición de una serie de monedas y billetes que se 



encuentran en custodia del Despacho, los cuales ya no pueden circular a nivel 



nacional, no han sido reclamados por las partes y no se tiene certeza de su 



procedencia, así como una serie de monedas de Nicaragua, Estados Unidos de 



América, México, Honduras, Ecuador, Panamá y Reino Unido que tienen las mismas 



características. 



 



 Sobre el particular, el artículo 2 de la Ley para Trasladar Recursos al Régimen 



No Contributivo de Pensiones, Administrado por la Caja Costarricense de Seguro 



Social, Ley N°9578, establece que: 



 



‘En procesos contenciosos o no contenciosos que se hallen en cualquier tipo de órgano 



y materia judicial, donde existan dineros depositados y sus intereses, una vez 



concluidos o abandonados mediante auto, resolución o sentencia judicial, las partes 



tendrán un plazo de diez años para solicitar la devolución, cuando así corresponda. En 



caso de no solicitarse la devolución dentro de ese plazo, el derecho prescribirá y serán 



girados a favor del Régimen No Contributivo (RNC) de la Caja Costarricense de Seguro 
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Social (CCSS). Una vez ingresados y destinados a los fines de ese Régimen, no cabe 



ningún tipo de reclamo posterior, ni procesos oponibles’. 



 



 Esta Ley, publicada en La Gaceta N°132 del 20 de julio del año 2018 y según lo 



establecido en su artículo primero: 



 



‘…tiene por objeto atribuirle un fin e interés social a los dineros y los intereses por ellos 



generados, como producto de los depósitos en cuentas bancarias, certificados a plazo 



o cualquier otro producto financiero de cualquier tipo de moneda, que provengan de 



procesos judiciales concluidos o abandonados y que, luego de no ser reclamados en 



el plazo estipulado en la presente ley, sean destinados al Régimen No Contributivo de 



Pensiones (RNC), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), a 



favor de las personas que se encuentren en necesidad de amparo económico 



inmediato o que no califiquen en los regímenes contributivos existentes, de acuerdo 



con las leyes y los reglamentos que así lo establezcan’. 



 



 En relación con el tema de la seguridad social, el artículo 73 de nuestra 



Constitución Política indica que: 



 



‘Se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e 



intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y 



trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, 



maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine.  



La administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una 



institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social.  



No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron 



su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales.  



Los seguros contra riesgos profesionales serán de exclusiva cuenta de los patronos y 



se regirán por disposiciones especiales’. (Lo destacado no es del original). 



 



Por su parte, el artículo 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 



señala que: 



 



‘Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a 



obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta 



de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos 



económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de 



su personalidad’. 



 



Aunado a lo anterior, el artículo 4 de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones 



Familiares indica que: 
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‘Del Fondo se tomará al menos un diez coma treinta y cinco por ciento (10,35%) para 



el financiamiento del Régimen no contributivo de pensiones por el monto básico que 



administra la CCSS, a favor de los ciudadanos que, al encontrarse en necesidad de 



amparo económico inmediato, no han cotizado para ninguno de los regímenes 



contributivos existentes, o no han cumplido el número de cuotas reglamentarias o los 



plazos de espera requeridos en tales regímenes. Este porcentaje se girará a la CCSS, 



Institución a la cual se le encomendará la administración de este Régimen, a título de 



programa adicional del seguro de invalidez, vejez y muerte. La reglamentación 



correspondiente para el otorgamiento de tales beneficios quedará a cargo de dicha 



Institución’. 



 



A través del Voto N°2004-0349 de las 10:00 horas del 12 de mayo del año 2004, 



la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia indicó lo siguiente:  



 



‘El régimen no contributivo de pensiones por monto básico, cuya administración fue 



confiada a la Caja Costarricense de Seguro Social, tiene como finalidad la asistencia 



social a personas que por razón de su edad o por una especial condición, no tienen la 



posibilidad de asegurarse ingresos económicos suficientes para velar por sus 



necesidades o la de sus dependientes. Amén de esa condición, el régimen se 



caracteriza porque el fondo del cual se nutren las prestaciones económicas y sociales 



ofrecidas, no exige cotización a sus beneficiarios. En definitiva es un régimen de 



prestaciones económicas y sociales, resultantes de la solidaridad social hacia la 



madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido, contemplada en el artículo 51 



Constitucional.  Acorde con las mencionadas disposiciones legales,  en sesión número 



6921 de 27 de abril de 1995, la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro 



Social aprobó el “Reglamento del régimen no contributivo de pensiones por monto 



básico”, el cual ha sido objeto de varias reformas, entre ellas la introducida al artículo 



2°, según acuerdo tomado en la sesión número 7397 del 9 de diciembre de 1999.  El 



texto de ese numeral, vigente a la fecha en que el actor formuló su reclamo en sede 



administrativa (21 de agosto del 2000, folio 12) expresamente declaraba: 



“Este régimen tiene por objeto proteger a las personas y grupos de éstas que se indican 



en el artículo 3 del presente reglamento, y que requieran auxilio económico del Estado, 



siempre y cuando el ingreso familiar percápita mensual resulte inferior o igual al 50 por 



ciento del monto de la pensión mínima por vejez vigente en el Seguro de Invalidez, 



Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense de Seguro Social.’ 



 



Como complemento de lo anterior, la Sala Constitucional a través del Voto 



N°3705-05 indicó que: 



 



‘El propósito del constituyente al diseñar el sistema de seguridad social en nuestro país 



fue garantizar a todos los ciudadanos que el Estado, a través de la Caja Costarricense 



de Seguro Social, les otorgaría al menos los servicios indispensables en caso de 



enfermedad, invalidez, maternidad, vejez y muerte. El artículo 73 de la Constitución 
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Política, interpretado armónicamente con el artículo 50 ídem, consagra el Derecho de 



la Seguridad Social. Este derecho supone que los poderes públicos mantendrán un 



régimen público de seguridad social para todos los ciudadanos de manera que 



garantice la asistencia y brinde las prestaciones sociales suficientes ante situaciones 



de necesidad para preservar la salud y la vida. El ámbito subjetivo de aplicación del 



derecho de la seguridad social incorpora el principio de universalidad, pues se extiende 



a todos los ciudadanos, con carácter de obligatoriedad. El ámbito objetivo parte del 



principio de generalidad, en tanto protege situaciones de necesidad, no en la medida 



en que éstas hayan sido previstas y aseguradas con anterioridad, sino en tanto se 



produzcan efectivamente.’ 



 



Además, en el Voto N°2011-3077 de las 15:00 del 9 de marzo del año 2011 la 



misma Sala estableció que: 



 



‘Dentro de la amplitud que caracteriza ambos principios, el de justicia social, puede 



entenderse, para efectos del tema que se discute en esta acción, como aquel que 



permite la irrupción del derecho –en este caso, el de la Constitución– en las relaciones 



sociales con el fin de corregir y compensar las desigualdades entre las personas, que 



lastiman su dignidad, asegurándoles las condiciones materiales mínimas que requiere 



un ser humano para vivir. El principio de solidaridad, de su parte, agrega el deber 



de colectividades, más o menos amplias –desde la sociedad nacional entendida 



integralmente hasta agrupaciones menores con un común denominador basado 



en criterios profesionales, económicos, espaciales, etc.–, de asistir a los 



miembros del grupo frente a contingencias que los colocan en una posición más 



vulnerable, como son, entre otras, la vejez o la enfermedad. Asimismo, son 



ejemplo de manifestaciones concretas de tales principios el régimen de 



seguridad social’. 



 



Una vez realizada la introducción sobre el tema de la seguridad social, vale la 



pena destacar que el espíritu del legislador al promulgar la Ley para Trasladar 



Recursos al Régimen No Contributivo de Pensiones, Administrado por la Caja 



Costarricense de Seguro Social, era precisamente atribuirle un fin e interés social a 



aquellos recursos que se generen como producto de los depósitos de juicios concluidos 



o abandonados, que luego de no ser reclamados por sus propietarios en un plazo 



prudencial, son pasados al Régimen en mención, ya que esos dineros depositados no 



tendrían ningún uso. 



 



Si se observa el Dictamen Afirmativo Unánime del 13 de junio del año 2017 



confeccionado por la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales de la 



Asamblea Legislativa, en relación con el proyecto tramitado bajo el expediente 



N°20.286 que luego se convertiría en la Ley N°9578, es claro que la voluntad de los 



legisladores y de la norma en cuestión era darle una utilidad social a los recursos que 



se encuentran abandonados o que se refieren a procesos judiciales finalizados, 
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7 



siempre y cuando pasara un plazo prudencial para su reclamo por la partes y en el 



caso concreto, es más que evidente que las monedas y billetes que se encuentran en 



custodia del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, constituyen 



recursos abandonados, ya que no se sabe su procedencia ni el expediente que le dio 



origen y es imposible conocer con certeza, si ya transcurrió el plazo legalmente 



establecido; en la discusión del proyecto de ley y específicamente en el Dictamen en 



mención, los legisladores propusieron: 



 



‘que dichos recursos sean trasladados en su totalidad al Régimen No Contributivo de 



Pensiones (RNC) administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, el cual 



constituye el principal programa de combate a la pobreza extrema que actualmente 



llega a un 6,3%4 de los hogares y afecta alrededor de 343.4005 personas.  



La propuesta expresa que, con el ingreso de esos recursos al Fondo para el RNC, se 



lograría fortalecer e impactar los índices de pobreza y de pobreza extrema en el país, 



ya sea a través de la mejora en algún grado de la cobertura de este programa, o 



incrementando los montos de pensión que al día de hoy devengan los actuales 



beneficiarios, con lo cual, se les estaría mejorando la calidad de vida y su economía 



familiar’. 



 



En el caso concreto, esta Dirección estima que las monedas y billetes 



inventariados en la lista de la consulta y que se encuentran en custodia en la caja fuerte 



del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, deben trasladarse al 



Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado por la Caja Costarricense de 



Seguro Social, a tenor de lo establecido en los artículos 1 y 2 de la Ley N°9578, ya que 



se enmarca dentro de los presupuestos establecidos en dichas normas, no por tratarse 



de casos fenecidos o concluidos por resolución judicial firme, sino porque hace 



referencia a depósitos abandonados, dineros cuya procedencia se desconoce y/o 



dineros que nunca fueron reclamados por las partes y al considerarse como fondos 



inútiles en custodia de un Despacho Judicial, deben ser trasladados al régimen en 



mención, máxime que el Transitorio Único de la Ley en mención indica expresamente 



que: 



 



‘Los dineros y los intereses generados por depósitos judiciales en cuentas, certificados 



a plazo o cualquier otro producto financiero, que a partir de la entrada en vigencia de 



esta ley cumplan con lo dispuesto en el artículo 2 y se hallen bajo administración 



bancaria, deberán ser trasladados a favor del Régimen No Contributivo de Pensiones 



(RNC), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), para lo cual 



la Unidad Macro Proceso Financiero Contable y la Dirección Ejecutiva del Poder 



Judicial tendrán seis meses para consolidar y registrar toda la información de cada uno 



de los circuitos judiciales por expediente, para que dentro de este mismo plazo el 



Consejo Superior y la Corte Plena del Poder Judicial ordenen al banco o a los bancos 



administradores dicho traslado’. 
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8 



Ahora bien, como se desconoce el origen de esos depósitos, los expedientes de 



dónde provienen, las partes interesadas y el resto de datos básicos para proceder a 



su identificación, es más que evidente que el Despacho no puede dictar ninguna 



resolución declarando fenecido, concluido o abandonado uno o varios procesos en 



específico, de ahí que basta con trasladar directamente esos dineros (previo canje a 



moneda nacional y de circulación) al Régimen No Contributivo de Pensiones 



Administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social y garantizar de esta forma, 



el cumplimiento de la Ley N°9578 así como el artículo 73 de nuestra Constitución 



Política y los principios básicos de la seguridad social. 



 



 Si bien es cierto las monedas y los billetes en mención ya no tienen circulación 



nacional y algunas monedas son extranjeras, el Juzgado Civil del Segundo Circuito 



Judicial de San José (como principal interesado en la disposición de estos), puede 



realizar el canje en el Banco de Costa Rica o en la entidad bancaria correspondiente, 



cumpliendo los requerimientos básicos solicitados por esta (tales como la separación 



por denominación, su empaque en una bolsa plástica transparente, su contabilización, 



entre otros) y posteriormente, debe trasladar ese dinero al Régimen indicado 



anteriormente, sin necesidad de resolución alguna, ya que como se indica en la 



consulta, se trata de monedas y billetes cuya procedencia es desconocida, no se 



asocian con ningún expediente en concreto y por ende, es prácticamente imposible 



dejar constancia del abandono o finalización de cada proceso, de ahí que esos 



recursos se tienen como abandonados y deben ser trasladados a la seguridad social, 



con la aclaración que ese abandono no es judicialmente declarado, sino que refleja la 



realidad actual de esos depósitos ante la ausencia de uno o varios expedientes para 



ligar e identificar el destino de los montos; aunado a lo anterior, el artículo 4 de la Ley 



N°9578 indica expresamente que: ‘Será el Poder Judicial el que ordene al banco 



respectivo que proceda a efectuar las transferencias entre cuentas. En todo caso, el 



Poder Judicial, la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) y la entidad bancaria 



deberán coordinar las acciones y la rendición de cuentas, de modo que se pongan a 



buen recaudo todos los depósitos e intereses autorizados en esta ley’. 



 



 De conformidad con lo establecido en el artículo 129 de nuestra Constitución 



Política, las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen, 



aunado al hecho que nadie puede alegar ignorancia de la ley; además, el artículo 4 de 



la Ley N°9578 indica expresamente que:  



 



‘El Poder Judicial, sus circuitos, deberán mantener un registro automatizado, 



actualizado y consolidado permanente, con las fechas exactas de cada expediente 



judicial concluido o abandonado que tenga asociado cuenta con depósito dinerario, 



títulos valores, inversiones y cualquier otro producto financiero, y comunicará a la Caja 



Costarricense de Seguro Social (CCSS), semestralmente, la lista de aquellos procesos 



judiciales cuyos expedientes posean el plazo de los diez años, según lo dispone el 
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9 



artículo 2 de esta ley, a fin de que esa institución, por cuenta bancaria abierta para tal 



fin, reciba los recursos’. 



 



Si bien es cierto la publicación de la Ley N°9578 (en julio del año 2018) es 



posterior a la consulta que nos ocupa (realizada en octubre del año 2017), la Corte 



Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial han emitido una serie de circulares 



relacionadas con el manejo de los depósitos judiciales en cada uno de los Despachos 



del país, tales como la N°89-2008, N°13-2010 y con posterioridad a la promulgación 



de la ley en mención, las circulares N°167-2018, N°56-2019 y N°90-2019 y estas tres 



últimas lo que hacen es aclarar y regular algunos aspectos relacionados con la 



transferencia de esos fondos al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado 



por la Caja Costarricense de Seguro Social y destacan la labor de identificación de los 



expedientes que cumplen con las condiciones de la Ley N°9578 y las labores de la 



Dirección de Tecnología de la Información y del Departamento Financiero Contable en 



la calendarización de cortes semestrales para realizar el traslado de los recursos al 



Régimen en mención, según los procedimientos aprobados; es más, la Circular N°56-



2019 del Consejo Superior del Poder Judicial indica expresamente que: 



 



‘Los Despachos Judiciales de todo el país deben continuar con la labor de identificación 



de los expedientes que cumplen con las condiciones de la Ley N°9578, y 



corresponderá a la Dirección de Tecnología de la Información y al Departamento 



Financiero Contable la calendarización de cortes semestrales para realizar el traslado 



de los recursos al Régimen No Contributivo según los procedimientos aprobados.  



 



Para tal efecto se establece que el último día hábil de los meses de junio y diciembre 



de cada año, se deberá realizar el traslado de los recursos al Régimen No Contributivo, 



así como de los intereses’. 



 



  A través de la Circular N°90-2019, el Consejo Superior del Poder Judicial aclara 



que: 



 



‘…el único abandono procesal que la normativa procesal civil admite y que en 



consecuencia, genera una resolución judicial, es la caducidad procesal, por cuanto 



sanciona la terminación del asunto en razón de la inactividad -abandono- de la parte 



en la continuación y avance del asunto, siempre que le sea reprochable. Esta 



caducidad no procede en todos los procesos judiciales, ya que el Código Procesal Civil 



derogado (ley 7130) y el nuevo código que lleva el mismo nombre (ley 9342), 



establecen impedimentos de declaratoria de caducidad para determinados procesos, 



conforme a los artículos 214 y 57.2 de ambas leyes, respectivamente. La resolución 



sobre la caducidad puede dictarse de manera oficiosa por parte de la persona 



juzgadora o a gestión de parte o persona interesada. Por ello, atendiendo a la 



normativa procesal en cuanto a resoluciones de terminación o abandono - entiéndase 



caducidad del proceso -, y siendo que la aplicación del artículo 2 de la ley 9578 requiere 
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10 



como supuesto de hecho necesario, el dictado necesario de una resolución judicial 



previa, esta Comisión no recomienda ordenar el traslado de los dineros, cuando un 



expediente se encuentre en estado de abandono administrativo que implica cambios 



de estado y ubicación en los sistemas y espacios físicos de los tribunales, por cuanto, 



en todos esos casos, el procedimiento se encuentra activo jurídicamente, sin que la 



ley permita terminarlo por resolución judicial. De ahí que, al no cumplirse los 



presupuestos legales, los dineros depositados en el sistema de depósitos judiciales 



tienen razón de pertenencia a las partes ahí en conflicto, sin que sea posible expropiar 



a personas justiciables de lo que les pudiere pertenecer mediante directrices 



administrativas en vulneración de la reserva de ley que al respecto dispone el artículo 



45 de la Constitución Política. En contrapartida, el traslado de dineros aplicaría siendo 



que el expediente se encuentre terminado conforme a lo dispuesto por ley procesal, 



incluida la caducidad del proceso, y transcurridos los diez años desde el dictado de 



esa resolución’. 



 



Sin embargo, en el caso concreto, en sentido estricto no estamos en presencia 



de procesos concluidos o abandonados, en los términos establecidos en la Ley N°9578 



y dimensionados por el Consejo Superior, sino que se trata de billetes y monedas que 



no pueden asociarse a un expediente en específico, que no se sabe su procedencia, 



que nunca fueron reclamados por las partes y que se trata de montos que de 



permanecer en la caja fuerte del Juzgado, no tendrían ningún uso o finalidad, de ahí 



que esta Dirección estima que lo procedente es realizar una interpretación extensiva 



de la ley y considerar esos depósitos como abandonados y por ende, susceptibles de 



ser trasladados al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado por la Caja 



Costarricense de Seguro Social y de esta forma, que puedan contribuir al sistema de 



seguridad social de nuestro país. 



 



Finalmente, vale la pena destacar que, a tenor de lo establecido en los artículos 



102 a 108 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, la Ley para Trasladar Recursos 



al Régimen No Contributivo de Pensiones, Administrado por la Caja Costarricense de 



Seguro Social tiene planteada una consulta judicial de constitucionalidad, la cual fue 



interpuesta el 26 de julio del año 2019 y actualmente se tramita bajo el expediente 19-



013327-0007-CO, sin embargo, esta consulta solamente suspende la tramitación del 



proceso o recurso que está en conocimiento del Tribunal que formuló la misma.                                                                                                                              



 



III.- Conclusiones y recomendación: 



 



Es criterio de esta Dirección que, en cuanto a la consulta planteada por el 



Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, lo procedente es que dicho 



juzgado debe realizar las gestiones pertinentes ante el Banco de Costa Rica o la 



entidad bancaria que corresponda, con el objetivo de canjear las monedas y los billetes 



mencionados en la consulta y posteriormente, a tenor de lo establecido en la Ley 



N°9578, trasladar los recursos al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado 





mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr








    
                                                   Área de 
                                            Análisis Jurídico  
 
 



 



Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 



 



11 



por la Caja Costarricense de Seguro Social, ya que se trata de depósitos judiciales 



cuyo origen es desconocido, no se pueden asociar directamente a ningún expediente, 



no puede dictarse la resolución de abandono o finalización del proceso al 



desconocerse su origen, y son monedas y billetes que ya no tienen circulación en el 



país o son extranjeras; aunado a lo anterior, su custodia y mantenimiento en el 



Despacho Judicial no tienen ningún uso o finalidad específica, mientras que su traslado 



al régimen en mención contribuye a la seguridad social de nuestro país.” (El subrayado 



en las conclusiones no es del original). 



 



 



Dicho criterio fue conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 01-2020 celebrada 



el 7 de enero del 2020, artículo XIX, en que se dispuso, además de tenerlo por rendido, hacerlo 



de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Civil, de la Administración Regional de San 



José y del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José. 



 



Asimismo, esta Dirección Jurídica en adición del criterio transcrito supra, también emitió 



el criterio N° DJ-AJ-C-328-2020 de 10 de junio del 2020, cuyas conclusiones, literalmente dicen: 



 



“[…] 



 



Ante lo expuesto, se procede hacer un nuevo planteamiento de la 



recomendación emitida en el criterio N° DJ-C-593-2019, en el siguiente sentido: 



 



1.              El Juez o Jueza que tenga bajo su resguardo monedas y billetes, 



nacionales y extranjeros que ya no tienen circulación nacional, y cuya procedencia es 



desconocida; al no poderse dictar una resolución, auto o sentencia judicial que ponga 



fin al proceso o lo declare como abandonado, por cuanto no se individualiza un 



expediente judicial relacionado con dichos bienes, deberá confeccionar un Acta de 



Traslado de Bienes a favor de la Administración correspondiente, quién hará constar 



en la misma el recibido de dichos valores. 



 



2.              Solo para estos casos, la Administración que pase a custodiar dichos 



bienes, deberá solicitar de inmediato el permiso respectivo al Consejo Superior para 



liquidar los mismos y trasladar su valor nominal al Fondo del Régimen no Contributivo 



administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social. 



 



De esta manera se deja rendido el criterio legal solicitado.” (El subrayado no es 



del original) 
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El criterio transcrito anteriormente también fue conocido por el Consejo Superior en la 



sesión N° 60-2020 celebrada el 18 de junio del 2020, artículo XXIII, disponiendo acogerlo y 



hacerlo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Civil y del Juzgado Civil del Segundo 



Circuito Judicial de San José. 



 



En cuanto al tema analizado, esta Dirección Jurídica reafirma la posición vertida en 



los criterios anteriormente transcritos.  De manera que, retomando la consulta que realiza 



la Dirección Ejecutiva y que da lugar al presente criterio jurídico, sobre la procedencia de 



trasladar los recursos correspondientes a 212.627 depósitos con más de 10 años, los cuales 



suman ¢5.459.904.847.04, que hoy se mantienen en custodia en los expedientes de procesos 



abandonados al Régimen no contributivo de la C.C.S.S (RNC), siendo que, según se indica en el 



oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019 de la Dirección Ejecutiva, se desconoce el 



expediente judicial al que pertenecen y la autoridad judicial que los tiene a cargo.   Al respecto, 



esta Dirección Jurídica estima que al tratarse de recursos abandonados que se derivan de 



procesos que se encuentran en la misma condición expuesta en el criterio anteriormente transcrito, 



porque se desconoce el expediente que les dieron origen, la autoridad judicial que los tenía a 



cargo, las partes interesadas y el resto de datos básicos para proceder con su identificación, pero 



que se trata de depósitos que tienen más de 10 años, no habiendo posibilidad de dejar constancia 



del abandono, conforme a lo señalado en los artículos 1 y 2 de la Ley Para Trasladar Recursos 



al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado por la Caja Costarricense del 



Seguro Social, Ley No. 9578 del 22 de junio de 2018, dichos recursos son susceptibles de ser 



trasladados al Régimen No Contributivo, sin necesidad de resolución judicial, solamente con una 



aclaración de que ese abandono no es judicialmente declarado, sino que refleja la realidad actual, 



y de esa forma se contribuye al sistema de seguridad social del país. 



 



Esto debe ser así, no porque se traten de casos fenecidos o concluidos por resolución 



judicial firme, sino porque -como se dijo- corresponde a depósitos abandonados, dineros cuya 



procedencia se desconoce y/o nunca fueron reclamados por las partes y, al ser fondos inútiles en 
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13 



custodia de la Administración, corresponde su traslado, previo permiso otorgado por el Consejo 



Superior. 



 



Por otra parte, es importante señalar que la consulta judicial de constitucionalidad 



que se interpuso el 26 de julio de 2019, tramitada bajo el expediente 19-013327-0007-CO; fue 



declarada -por mayoría- inevacuable por la Sala Constitucional mediante la resolución N° 



202100036 dictada a las nueve horas y quince minutos del cinco de enero del dos mil veintiuno.  



Dicha consulta judicial se interpuso contra los artículos 1, 2 y transitorio único de la Ley para 



Trasladar Recursos al Régimen No Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense del 



Seguro Social, Ley No. 9578 del 22 de junio de 2018.  La Sala Constitucional la declaró 



inevacuable porque la autoridad judicial consultante aplicó la norma en forma previa a la 



presentación de la consulta judicial de constitucionalidad.  En este sentido, la Sala 



Constitucional por mayoría consideró que si el consultante adoptó esta resolución con base en 



la normativa legal que ahora cuestiona, es claro que tenía certeza de su constitucionalidad, por 



lo que no es jurídicamente procedente plantear la duda de constitucionalidad una vez que 



aplicó la norma.  Seguidamente se transcribe el considerando II de la sentencia 36-2021: 



 



“[…] II.-  SOBRE LA INEVACUABILIDAD DE LA CONSULTA JUDICIAL DE 



CONSTITUCIONALIDAD. El artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 



establece los presupuestos de admisión de las consultas judiciales de 



constitucionalidad; disposición de la que se desprenden algunos elementos 



condicionantes y fundamentales para su procedencia, que son los siguientes: que sea 



formulada por un juez; que existan “dudas fundadas” sobre la constitucionalidad de la 



norma, acto, conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar; que exista un caso 



sometido al conocimiento del juzgador o tribunal; y que en ese asunto previo, deba 



aplicarse la norma o juzgarse el acto, conducta u omisión que suscite la duda de 



constitucionalidad. Tales presupuestos fueron analizados en detalle en la sentencia de 



esta Sala n.° 01617-97 de las 14:54 horas del 17 de marzo de 1997, de la siguiente 



manera: 



“A. Que la formule un "juez", término genérico que -desde luego- se aplica tanto a los 



juzgadores unipersonales como a los tribunales colegiados, y sobre lo cual es 



innecesario precisar más que: a) que debe tratarse de autoridades dotadas de poder 



jurisdiccional, lo cual excluye las consultas formuladas por tribunales administrativos, 



pero sí incluye las que hagan los árbitros en el marco de los asuntos sujetos a su 



decisión (nótese que lo relevante en todos los casos es que se esté ante el trámite de 





mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr








    
                                                   Área de 
                                            Análisis Jurídico  
 
 



 



Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 



 



14 



un proceso conducente al dictado de una sentencia o laudo arbitral, dotados de la 



autoridad de la cosa juzgada); y, b) que el juzgador debe estar, al momento de formular 



la consulta, debidamente habilitado para ejercer esa competencia (ya que mal podría 



pensarse que una resolución que sea inválida en el proceso en cuestión pueda surtir 



el efecto de dar inicio a un trámite que, como éste, posee un carácter puramente 



incidental). 



B. Que existan "dudas fundadas" sobre la constitucionalidad de la norma, acto, 



conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar. Esto quiere decir que el 



cuestionamiento debe ser razonable y ponderado. Además implica que no puede 



versar sobre aspectos sobre cuya constitucionalidad la Sala ya se haya pronunciado. 



Ello es así no sólo porque aceptar lo contrario implicaría desconocer la eficacia erga 



omnes de las resoluciones de esta jurisdicción, sino también dado que una consulta 



bajo esas circunstancias evidentemente carecería de interés actual. Pero subráyese, 



por su relevancia para el sub examine, que la explicada circunstancia sólo deriva de 



aquéllos pronunciamientos en que la Sala haya validado expresamente la adecuación 



de la norma, acto, conducta u omisión a los parámetros constitucionales. En 



consecuencia, si una norma ha superado anteriormente el examen explícito de 



constitucionalidad (en vía de acción o consulta), no sería viable un nuevo 



cuestionamiento sobre el mismo punto, pero sí podría serlo respecto de un acto, 



conducta u omisión basados en la misma norma, particularmente porque -en este caso- 



siempre existe la posibilidad de un quebranto constitucional, ya no en la norma en sí, 



sino en su interpretación o aplicación. A la inversa, el hecho de que un acto, conducta 



u omisión haya sido refrendado anteriormente (quizás en vía de amparo o hábeas 



corpus) no significa que no puedan existir dudas sobre la constitucionalidad de la 



norma misma en que aquéllos se fundamenten. Y, en esta hipótesis, la consulta judicial 



es pertinente. 



C. Que exista un caso sometido al conocimiento del juzgador o tribunal. Al igual que 



en la acción de inconstitucionalidad, la consulta judicial nunca se da en el vacío o por 



mero afán académico, sino que ella debe ser relevante para la decisión o resolución 



del llamado "asunto previo" o "principal". Finalmente, 



D. Que, en ese asunto previo, deba aplicarse la norma o juzgarse el acto, conducta u 



omisión que suscite la duda de constitucionalidad, aspecto que -por su relevancia para 



el caso- resulta conveniente precisar. En efecto, la expresión "deba aplicarse la norma 



o juzgarse el acto, conducta u omisión", conlleva un sentido actual muy definido y 



totalmente distinto a que si la ley hablara en términos de que "pueda aplicarse la norma 



o juzgarse el acto, conducta u omisión". La consulta judicial no procede ante la mera 



eventualidad de que acaezcan esas circunstancias, ya que -como se explicó arriba- 



esta concepción equivaldría a que se inviertan los recursos de la jurisdicción 



constitucional en un simple ejercicio académico o doctrinario. Para que la consulta sea 



viable, el juzgador debe estar enfrentado, con certidumbre y en tiempo presente, a la 
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aplicación de la norma o al juzgamiento del acto, conducta u omisión que le suscite 



una duda de constitucionalidad.”   



Asimismo, el artículo 104 de la misma Ley, exige que la consulta judicial se formule en 



resolución fundada, se emplace a las partes dentro de tercero día y se suspenda la 



tramitación del proceso, hasta tanto la Sala no haya evacuado la consulta. En el sub 



lite no se cumple uno de los requisitos supra citado para evacuar la consulta judicial 



de constitucionalidad, sea que deba aplicar la norma al caso concreto, toda vez que el 



consultante, mediante resolución de las 10:19 horas del 24 de junio de 2019, ordenó 



el traspaso de los fondos correspondientes al depósito judicial número 1141305 de 



fecha 29-10-2004 a la orden del Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense del 



Seguro Social, en aplicación de la Ley n.° 9578, concretamente de los artículos 1, 2 y 



el transitorio único de la Ley Para Trasladar Recursos al Régimen No Contributivo de 



Pensiones Administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social, Ley No. 9578. 



Ergo, si el consultante adoptó esta resolución con base en la normativa legal que ahora 



cuestiona, es claro que tenía certeza de su constitucionalidad, por lo que no es 



jurídicamente procedente plantear la duda de constitucionalidad una vez que 



aplicó la norma. En esta dirección, no es de recibo el argumento, en el sentido de que 



la consulta judicial de constitucionalidad es admisible, toda vez que aún no se ha girado 



los respectivos recursos, por la elemental razón de que se trata de un mero trámite de 



cumplimiento de una resolución judicial, una mera providencia, que tiene que realizarse 



irremediablemente. Así las cosas, para la mayoría del Tribunal, al haber el consultante 



aplicado la norma, la consulta judicial de constitucionalidad resulta inevacuable.”  (Sala 



Constitucional resolución N° 202100036 dictada a las 9:15 horas del 5 de enero del 2021, 



énfasis suplido). 



 



Posteriormente, a través de la Circular N° 101-2021 de 11 de mayo del 2021, se 



comunicó a todos los despachos judiciales, jefaturas de administraciones regionales y al 



Departamento Financiero Contable, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión 



N° 26-2021 celebrada el 6 de abril del 2021, artículo XV, en que se indicó que debido a que la 



Sala Constitucional declaró inevacuable la consulta judicial de constitucionalidad, lo que 



corresponde es la reactivación del traslado de los recursos asociados a expedientes 



abandonados al RNC, debiéndose aplicar lo establecido en la Circular N° 157-2019 del 20 de 



diciembre de 2019 de la Dirección Ejecutiva, en la cual se comunicó la Guía Práctica para el 



Giro de Principal e intereses por depósitos judiciales en proceso con estado de abandonado o 



concluido aprobada por el Consejo Superior en la sesión N° 79-18 celebrada el 5 de setiembre 
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de 2018, artículo XI y acuerdo de Corte Plena en la sesión N° 47-18 celebrada el 8 de octubre 



de 2018, artículo III. 



 



De esta manera, queda expuesto el panorama jurídico y regulatorio existente, a fin de 



que el órgano competente valore y decida lo que en Derecho proceda respecto del caso 



concreto. 



Advertencias: 
 



• El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del 
ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de 
oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y 
ejecutoras correspondientes. 



 



• El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, 
mediante el oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019 de la Dirección Ejecutiva.  Por lo anterior, no 
le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 



 



• Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de 
decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de 
cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento. 
 



• No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los 
temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún 
tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe. 
 



• El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad 
requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección. 
 
 



 
De usted atentamente, 



 
 
Elaborado por:   Lic. Manuel Araya Zúñiga 
                            Asesor Jurídico 1 a. i. 
 
 
Revisado por:   Licda. Silvia Elena Calvo Solano 
                          Coordinadora a. i. Área Análisis Jurídico 
 
 
Autorizado por:  M. Sc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 
                           Director Jurídico a. i. 
 
Ref: 774-19 
maz 
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 13 de setiembre de 2022

N° 9115-2022

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora

Máster Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva 



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 71-2022 celebrada el 23 de agosto de 2022, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc112155880]“ARTÍCULO LXXV



Documento N° 10199-18, 9138-22



[bookmark: _Hlk111197889]La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, mediante oficio N°59-CVI-2022 del 8 de agosto de 2022, comunico lo siguiente:



[bookmark: _Hlk111197972]“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo, el acuerdo tomado por la Comisión de Violencia Doméstica, en sesión ordinaria N° 08-2022 celebrada el 14 de julio de 2022, artículo V:



Se conoce copia del oficio N°3219-2022 que transcribe acuerdo del Consejo Superior, de la sesión N°23-2022 del 15 de marzo 2022, artículo LV, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, relacionado con los planes de apoyo a los despachos.  



[bookmark: _Hlk111198127]Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe Nº 047-CACMFJ-JEF-2022, del 1 de marzo de 2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en atención a los planes de apoyo a los despachos. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones emanadas de dicho informe, en consecuencia: a.) La Secretaria General de la Corte, mediante circular reiterará a los despachos judiciales la obligación de cumplir con lo establecido por Ley, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad. b.) Solicitar a las Comisiones Jurisdiccionales de materia Civil, Trabajo, Familia y Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica, Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, emitir criterio sobre: b.1) Las consultas que se presenten con el traslado de dineros de expedientes archivados o destruidos, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. b.2) Las consultas que se presenten sobre expedientes identificados como “no registrados” los cuales no aparecen en Escritorio Virtual por haber sido migrados de despachos que desaparecieron con la Reforma Civil y Laboral, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. b.3) Indicar si los dineros depositados cuando se recusa a una persona juzgadora también deben trasladarse. c.) La Dirección de Tecnología de la Información: Deberá de retomar el proceso de capacitación en el uso del módulo del sistema de Gestión creado para facilitar la depuración de los expedientes que se encuentren en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad. c.1) Remitir el listado actualizado de los despachos que presentan montos en el SDJ con más de 10 años, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a efecto de que coordinen lo correspondiente. c.2) Publicar nuevamente el manual de uso del módulo del sistema de Gestión para el “Traslado al RNC”. d.) La Dirección Ejecutiva: Valorar en conjunto con la Auditoría Judicial la posibilidad de incluir dentro las pruebas de SDJ que realizan las Administraciones Regionales, una que permita identificar los movimientos o traslados al RNC que efectúan los despachos judiciales, lo anterior con el fin de detectar si se realiza de manera periódica y continua. Se recomida utilizar la metodología de la prueba 1 que se realiza actualmente. e.) Al Subproceso de Estadística: Definir si al reentrar un proceso que se encuentra archivado para emitir la resolución de traslado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico. f.) La Inspección Judicial: Verificar en las visitas realizadas a los despachos judiciales, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante las circulares emitidas.”







ACUERDO: Que la Comisión comparte el criterio de la Dirección Jurídica y los despachos deben girar los dineros conforme a las circulares N°101-2021  y la N°157-2019.”



-0-



Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N°59-CVI-2022 del 8 de agosto de 2022, suscrito por la servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, mediante el cual hace de conocimiento de este Consejo el acuerdo tomado por la citada Comisión en sesión ordinaria N° 08-2022 celebrada el 14 de julio de 2022, artículo V, en el que se señala que comparte el criterio de la Dirección Jurídica en relación a que despachos judiciales tienen la obligación de cumplir con lo establecido por Ley, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad, conforme a las circulares N°101-2021 y la N°157-2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Direcciones de Tecnología de la Información, Ejecutiva y Planificación, así como de la Auditoría.”





Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General

Secretaría General de la Corte









 

Cc:

Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar

Auditoría

Dirección Jurídica

Dirección de Planificación

Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones

Diligencias / Refs: (10199-18 / 9138-2022) 

naguilars
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                           Secretaría General


San José, 31 de marzo de 2022


N° 3219-2022


Al contestar refiérase a este # de oficio











Señora


Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora 


Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento


de la Función Jurisdiccional 





Estimada señora:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-2022 celebrada el día 15 de marzo de 2022, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc97821281]“ARTÍCULO LV





Documento N° 2553-2022


[bookmark: _Hlk69369918]


[bookmark: _Hlk84413509]La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio Nº 047-CACMFJ-JEF-2022, del 1 de marzo de 2022, hizo de conocimiento lo siguiente:





“El Consejo Superior en sesión N° 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo XXI, aprobó “Acoger la propuesta presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2674-DE-2019 del 13 de junio de 2019, y trasladarla a conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que se desarrollen los planes de apoyo a los despachos, que les permita dar atención a esta tarea de forma tal que se determine con prontitud, comenzando con los despachos que concentren las mayores sumas así como con la revisión de los depósitos con mayores montos, para determinar si pueden ser trasladados a la CCSS y se emitan las resoluciones que así lo dispongan, para lo cual el citado Centro valorara la sugerencia para atender la primera etapa de este proceso. Se declara acuerdo firme.”





El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CAMFJ) en cumplimiento de lo anterior, ha realizado una serie de acciones con los despachos judiciales y los entes relacionados, que se presentan a continuación:





1. Antecedentes





1.1. El Consejo Superior en sesión N°79-2018, artículo XI, acordó: “... c.) Disponer que los jueces y juezas, a partir del momento que la Dirección Ejecutiva lo informe mediante proyecto de circular que remitirá a este Consejo, verifiquen y validen en el Sistema de Gestión, los expedientes en estado terminado o en abandono, que tengan depósitos activos en el SDJ, con 10 años o más y que generarán las sumas a trasladar a la CCSS…”





1.2. El Consejo Superior en sesión No. 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo XX, aprobó la propuesta circular que posteriormente fue comunicada bajo el consecutivo N° 167-2018.





1.3. El Consejo Superior en sesión N° 63-2019 conoció el oficio N°134-CJC-2019 del 4 de julio de 2019 de la Comisión de la Jurisdicción Civil que solicitó criterio referente a los expedientes destruidos y el traslado al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, acordando “Comunicar a la Comisión de la Jurisdicción Civil, que este Consejo considera que no es el órgano competente para atender la gestión relacionada con los expedientes destruidos y el traslado al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, por cuanto se trata de un tema jurisdiccional.”





1.4. El Consejo Superior en sesión No. 107-19 celebrada el 10 de diciembre de 2019, artículo VII, acordó: “1.-) Tomar nota de la comunicación de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y estar a la espera de lo que resuelva la Sala Constitucional con respecto a este tema, para posteriormente implementar los planes de apoyo a los despachos, que permita cumplir con lo establecido en la Ley 9578. 2.-) Deberá el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, implementar a la brevedad los planes de apoyo para los despachos con mayor cantidad de depósitos asociados a expedientes en estado de abandono. Se declara acuerdo firme.”





1.5. El Consejo Superior en sesión No. 002-2020 celebrada el 9 de enero del 2020, artículo LXXIII, acordó: “Tomar nota de la Resolución N° 2019024684 de la Sala Constitucional, remitida por la Dirección Ejecutiva.  2.) Mantener en suspenso el traslado al Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de los depósitos provenientes de procesos judiciales concluidos o abandonados, correspondientes al segundo semestre del año 2019 y que no son reclamados en el plazo de diez años, hasta que la Dirección Jurídica atienda la consulta planteada. 3.) Deberá la Dirección Jurídica, valorar lo que ya se trasladó de los recursos al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, en el entendido que fue en función de lo que establecía el transitorio, que es lo que se está anulando. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara acuerdo firme.”





1.6. [bookmark: _Hlk63243483]El Consejo Superior en sesión No. 011-2021 celebrada el 9 de febrero del 2021, artículo XLVIII, acordó: “A la luz de lo resuelto por la Sala Constitucional, en la resolución N° 2021000036 de las nueve horas y quince minutos del cinco de enero del dos mil veintiuno 1.) Tener por presentado el oficio N° 042-CACMFJ-JEF-2021 de 1 de febrero de 2021, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el que indica que se realizarán las coordinaciones correspondientes con la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Financiero Contable para elaborar el plan de acción en atención a los despachos judiciales que presentan mayor cantidad de depósitos asociados a expedientes en estado de abandono. 2.) Deberá la Dirección Ejecutiva reactivar el citado plan y remitir a conocimiento de este Consejo Superior lo pertinente.





1.7. El Consejo Superior en sesión No. 26-2021 celebrada el 6 de abril del 2021, artículo XV, acordó: “Acoger la solicitud presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio 974-DE-2021 del 22 de marzo de 2021, en consecuencia, levantar la suspensión decretada en sesión N° 2-2020 de 9 de enero de 2020, artículo LXXIII, respecto al traslado al Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de los depósitos provenientes de procesos judiciales concluidos o abandonados, correspondientes al segundo semestre del año 2019 y que no son reclamados en el plazo de diez años, hasta que la Dirección Jurídica atienda la consulta planteada. 2.) Aprobar la publicación del siguiente proyecto de circular: N° 101-2021”





1.8. El Consejo Superior en sesión No. 85-2021 celebrada el 30 de setiembre del 2021, artículo XIV, acordó: “Acoger el oficio N° 3220-DE-2021 del 21 de setiembre de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en consecuencia: 1.) Deberá el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en coordinación con la Dirección Ejecutiva, implementar un plan de acción para la revisión de los expedientes que cumplen con la condición establecida en la Ley N°9578, tal y como ya lo había acordado el Consejo Superior. 2.) Reiterar la circular número 101-2021, del 11 de mayo del 2021, denominada modificación de la circular N° 102-2010 sobre “Reactivación del traslado de recursos asociados a expedientes abandonados al Régimen No Contributivo de la CCSS, Ley N° 9578” mediante la cual se giran instrucciones respecto a las acciones administrativas a adoptar con motivo de la Ley citada.”





1.9. La Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 416-DE-2022, remitió el oficio N° 139-TI-2022 del 28 de enero de 2022, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, jefa a.i. del Departamento Financiero Contable, por medio del cual informa sobre el traslado de recursos principal e intereses al Régimen No Contributivo de la CCSS del segundo semestre del año 2021.





2. Información relevante





En cumplimiento con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 85-2021 celebrada el 30 de setiembre del 2021, artículo XIV, se estableció un plan de acción que tomó como base el oficio de la Dirección Ejecutiva N° 973-DE-2021 que contenía el listado de los despachos judiciales que presentaban montos con depósitos de 10 o más años sin movimiento alguno; a saber: 





Figura N°1





Detalle de los despachos que presentan expedientes con montos de depósitos


Sin movimiento en los últimos 10 años 


Marzo 2021





			Despacho


			Depósitos


			Monto





			JUZG. 3RO CIVIL SAN JOSE


			28 846


			630 803 761,09





			JUZG. 2DO CIVIL SAN JOSE


			29 421


			594 415 491,05





			JUZG. 1RO CIVIL SAN JOSE


			26 343


			588 771 541,91





			JUZGADO CIVIL DE ALAJUELA


			8 533


			252 226 460,30





			JUZGADO CIVIL DE HEREDIA


			10 363


			246 956 344,99





			JUZGADO DE TRABAJO DE SAN JOSE


			2 355


			236 079 414,50





			JUZGADO CIVIL I CIRC. JUD ZONA ATLANTICA


			7 098


			173 901 846,39





			JUZGADO DE TRABAJO II C.J. SAN JOSE


			1 193


			172 956 579,90





			JUZGADO CIVIL DE CARTAGO


			3 264


			169 449 098,03





			JUZGADO COBRO DEL ESTADO II CJSJ SEC III


			4 894


			134 935 840,61





			JUZGADO CONT. ADM. Y CIVIL DE HACIENDA


			529


			113 140 548,76





			TRIB. 2° COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL SAN JOSE


			201


			80 747 835,11





			TRIB. 1° COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL SAN JOSE


			465


			72 356 370,62





			JUZG. ESPECIALIZADO EN COBRO DE SAN JOSE


			1 333


			65 046 289,32





			JUZGADO PENAL DE SAN JOSÉ


			234


			58 721 284,74





			JUZG.CIVIL Y TRABAJO P.Z. (CIVIL)


			2 903


			51 087 604,00





			JUZGADO COBRO DEL ESTADO II CJSJ SEC I


			1 383


			44 042 887,49





			JUZGADO CONCURSAL DE SAN JOSE


			59


			39 767 232,56





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE DESAMPARADOS


			42


			35 574 798,09





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  ALAJU


			14


			34 553 067,94





			JUZG. COBRO CIVIL MENOR CUANTIA HEREDIA


			568


			34 367 639,27





			JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL


			297


			30 650 456,83





			JUZGADO DE COBRO DEL I CJ ZONA ATLÁNTICA


			199


			30 455 247,12





			JUZGADO CIVIL, AGRARIO PUNTARENAS (CI)


			1 074


			28 895 864,66





			JUZGADO COBRO DEL ESTADO II CJSJ SEC II


			461


			27 317 970,98





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE NICOYA


			943


			27 075 834,56





			TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO


			25


			22 010 430,19





			JUZGADO DE TRABAJO DE SAN RAMON


			1 388


			21 552 088,44





			JUZ. CIVIL Y TRABAJO DE LIBERIA


			1 215


			20 932 869,90





			JUZGADO PENAL DE DESAMPARADOS


			109


			19 984 557,42





			JUZ. CIV TRAB FAMILIA DE QUEPOS


			63


			19 874 266,16





			JUZ CIVIL TRAB Y FAMIIA DE HATILLO (FA)


			171


			19 574 389,85





			JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA


			229


			18 429 084,20





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CORREDORES


			861


			14 386 154,97





			JUZG. PENSIONES ORAL ELECT. DESAMPARADOS


			1 007


			12 639 762,94





			JUZGADO DE TRABAJO LIMÓN


			147


			12 636 890,56





			JUZGADO AGRARIO II C.J. SAN JOSE


			35


			12 561 067,11





			JUZG. CIVIL Y TRABAJO GOLFITO


			463


			12 506 583,63





			JUZGADO DE COBRO DE POCOCÍ


			28


			11 864 848,07





			JUZG. CIVIL Y TRABAJO SAN CARLOS (CI)


			25


			11 209 271,28





			JUZGADO CIVIL II C.J. ZONA ATLANTICA


			156


			10 328 458,83





			TRIBUNAL DE PUNTARENAS (PE)


			1


			10 126 800,00





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  SAN R


			4


			10 013 250,50





			TRIBUNAL PENAL III CJ SAN JOSE, SEDE S.O


			15


			9 752 675,00





			TRIBUNAL DEL I C. J. ZONA ATLANTICA


			17


			9 279 740,00





			JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BAGACES


			2


			8 882 634,28





			JUZGADO DE FAMILIA I CIRC. JUD ALAJUELA


			24


			8 179 926,36





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  CARTA


			119


			7 881 793,72





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  PUNTA


			123


			6 856 727,71





			JUZGADO DE FAMILIA II C.J. DE SAN JOSE


			149


			6 226 083,36





			JUZ. AGRARIO II CIRC JUD. ALAJUELA


			9


			6 065 685,00





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO EN GRECIA


			107


			5 793 829,20





			TRIBUNAL DE CARTAGO


			22


			5 613 152,00





			JUZG.TRABAJO ALAJUELA


			95


			5 447 816,00





			JUZGADO DE COBRO DE SANTA CRUZ


			67


			5 328 932,81





			JUZGADO DE FAMILIA HEREDIA


			12


			5 240 574,10





			JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL S.J.


			6


			5 190 170,00





			JUZGADO DE TRABAJO DE CARTAGO


			78


			4 909 675,45





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE SANTA CRUZ


			83


			4 824 084,15





			JUZGADO PENAL DE LIBERIA


			22


			4 187 072,38





			TRIBUNAL DE JUICIO HEREDIA


			79


			4 179 618,46





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE TURRIALBA


			323


			4 000 867,51





			JUZGADO AGRARIO DE PUNTARENAS


			4


			3 952 716,31





			TRIBUNAL PENAL I CIRCUITO JUDICIAL S J


			34


			3 885 567,34





			JUZGADO PENAL DE NICOYA


			17


			3 743 429,00





			JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO


			50


			3 706 939,06





			TRIBUNAL DE JUICIO, SEDE LIBERIA


			12


			3 584 700,00





			JUZGADO CIVIL,TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL


			428


			3 365 110,07





			JUZ. AGRARIO DE LIMON


			11


			3 329 324,50





			TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO DE SAN JOSE


			20


			3 208 005,00





			JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS


			23


			3 147 143,13





			JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS


			10


			3 072 541,89





			JUZG. CIVIL, TRAB, FAM Y PJ BUENOS AIRES


			288


			2 879 785,49





			JUZGADO PENAL I CIRC. JUD. DE ALAJUELA


			30


			2 874 072,00





			TRIBUNAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ


			4


			2 570 000,00





			JUZGADO DE COBRO DEL I CJ ZONA SUR


			16


			2 434 412,11





			TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA


			68


			2 226 122,80





			UNIDAD ADMINISTRATIVA SAN RAMON


			106


			2 179 069,20





			TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA


			27


			2 007 091,00





			JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO


			31


			1 979 119,39





			JUZG. TRABAJO Y FAM DE HATILLO S SEBAS Y ALAJ


			11


			1 940 295,71





			JUZG CONTRAV MENOR CTIA  QUEPOS


			9


			1 938 170,21





			JUZG. FAMILIA, PENAL JUV. V.D SANTA CRUZ


			25


			1 851 003,15





			JUZG. COBRO CIVIL MENOR CUANTIA ALAJUELA


			36


			1 831 172,88





			JUZGADO DE PENSIONES Y V D DE LA UNION


			139


			1 764 595,95





			JUZGADO PENAL DE GOLFITO


			29


			1 718 527,00





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  LIMON


			14


			1 650 193,20





			JUZGADO AGRARIO II C.J. ZONA ATLANTICA


			71


			1 647 529,80





			JUZ. AGRARIO DE LIBERIA


			15


			1 596 425,27





			JUZGADO PENAL HEREDIA


			23


			1 565 629,00





			TRIB. PENAL III C.J. SAN JOSE ( DESAMPA)


			12


			1 540 150,00





			JUZGADO PENAL DE SANTA CRUZ


			12


			1 494 215,00





			JUZGADO PENAL DE CARTAGO


			34


			1 390 627,00





			JUZG. PENSIONES ALIMENTARIAS I C.J.S.J.


			115


			1 365 808,19





			JUZGADO AGRARIO DE SANTA CRUZ


			20


			1 322 373,97





			JUZG CIVIL Y TRABAJO STA CRUZ (LABORAL)


			25


			1 289 145,89





			JUZGADO PENAL DE PÉREZ ZELEDÓN


			25


			1 256 007,90





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  LIBER


			7


			1 211 127,75





			TRIBUNAL DE FLAGRANCIA DE PUNTARENAS


			5


			1 208 465,00





			JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA MATINA


			15


			1 204 700,38





			JUZGADO PENAL DE POCOCÍ Y GUÁCIMO


			3


			1 188 802,00





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA TURRIALBA


			20


			1 179 290,54





			JUZG. CONTRAVENCIONAL CORREDORES


			14


			1 163 329,03





			TRIBUNAL DE JUICIO, SEDE NICOYA


			25


			1 127 594,05





			JUZG. 2° ESPECIALIZADO DE COBRO I C.J.SJ


			11


			1 116 476,93





			JUZGADO CONTRAV. Y PENSIONES DE LIBERIA


			108


			1 073 948,66





			JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS


			2


			1 065 907,00





			JUZGADO DE TRABAJO HEREDIA


			59


			1 065 644,24





			JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA  SANTA ANA


			43


			1 053 628,37





			TRIBUNAL II C. J. DE LA ZONA ATLANTICA


			8


			1 001 893,00





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA ATENAS


			4


			930 043,90





			JUZG CIVIL TRABAJO FAM PJ Y VD SARAPIQUI


			31


			895 206,66





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA NARANJO


			13


			892 183,56





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA PALMARES


			11


			771 299,31





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA PURISCAL


			41


			769 735,17





			TRIBUNAL DE LA ZONA SUR, SEDE GOLFITO


			9


			729 215,00





			JUZGADO DE COBRO Y MENOR CTIA SAN CARLOS


			46


			685 364,92





			JUZGADO PENAL DE PAVAS


			3


			663 000,00





			JUZ. AGRARIO CORREDORES (PUNT)


			8


			601 247,00





			JUZG DE COBRO MENOR CTIA CONTRAV GOLFITO


			15


			568 148,58





			JUZG. 2DO FAMILIA SAN JOSE


			16


			530 795,80





			JUZGADO PENAL DE GARABITO


			1


			520 000,00





			JUZGADO PENAL EN SAN JOAQUIN DE FLORES


			2


			517 498,00





			JUZGADO AGRARIO IIICJ ALAJUELA, S RAMON


			9


			507 136,00





			JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA UNIÓN


			11


			442 080,98





			JUZGADO DE FAM., P. JUVENIL Y V. D. QUEPOS


			2


			425 000,00





			JUZGADO AGRARIO DE ALAJUELA


			7


			384 953,59





			TRIBUNAL DE GUANACASTE, SEDE CAÑAS


			7


			346 274,50





			JUZGADO DE TRABAJO II C J ZONA ATLANTICA


			8


			333 786,21





			TRIBUNAL II CJ ZONA ATLANTICA SIQUIRRES


			3


			321 710,00





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  HERED


			4


			312 223,00





			JUZG. 1RO FAMILIA SAN JOSE


			12


			310 946,06





			TRIBUNAL PUNTARENAS, SEDE QUEPOS


			3


			300 000,00





			JUZG FAMILIA Y V.D. II CJ GTE, NICOYA


			16


			298 000,00





			JUZG. FAMILIA DESAMPARADOS


			6


			289 676,44





			JUZ. PENSIONES Y V D DE  ESCAZU


			1


			260 000,00





			JUZGADO ESPECIALIZADO DE COBRO CARTAGO


			2


			249 579,04





			JUZGADO DE COBRO DE LIBERIA


			16


			227 248,74





			JUZ. CONT Y MENOR CUANTIA DE ESCAZU (FC)


			6


			227 056,36





			JUZGADO DE TRABAJO DEL II CJ DE ALAJUELA


			6


			221 027,02





			JUZG. CONTRAV. MENOR CTÍA. PAVAS


			6


			212 599,95





			JUZG CONTRAV MENOR CUANTIA GARABITO


			1


			204 403,30





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTÍA HATILLO


			17


			195 980,00





			JUZGADO NOTARIAL


			4


			192 578,80





			JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II.C.J.S.


			17


			190 098,85





			JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE


			16


			181 230,00





			JUZGADO DE COBRO DE GRECIA


			1


			176 434,63





			JUZGADO CIVIL Y TRAB. IIC.J. ALAJUELA, UPALA


			4


			166 334,17





			JUZ. CONTRAV. MENOR CUANTIA DE ALVARADO


			5


			154 920,12





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA ESPARZA


			4


			148 027,98





			JUZGADO DE COBRO DE GOLFITO


			4


			139 230,75





			JUZG CONTRAV MENOR CUANTIA CAÑAS


			5


			126 518,25





			JUZG FAMILIA II CJ Z. ATL, GUAPILES


			4


			120 360,00





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  HATIL


			3


			120 262,00





			JUZG.FAMILIA  VD ICJ GUANACASTE, LIBERIA


			2


			117 174,00





			JUZ. CONTRAV. MENOR CUANTIA DE JIMENEZ


			2


			108 020,00





			TRIBUNAL DE LA ZONA SUR, SEDE CORREDORES


			3


			105 000,20





			JUZG. CONTRAV Y MENOR CUANTIA ALAJUELITA


			4


			104 394,43





			TRIBUNAL  II CIRC JUD. ALAJUELA


			2


			102 400,00





			JUZG. CONTRAV. MENOR CTÍA. SAN SEBASTIAN


			1


			100 000,00





			TRIBUNAL DE HEREDIA, SEDE SARAPIQUI


			1


			100 000,00





			JUZGADO PENAL DE LA UNIÓN


			2


			98 000,00





			JUZG.CIVIL Y TRABAJO PZ (AGRARIO)


			5


			94 771,46





			TRIB. COLEGIADO DE 1° INST. CIVIL  NICOY


			3


			94 750,00





			JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES


			3


			85 250,00





			JUZG. CONTRAV Y MENOR CUANTIA DE OSA


			4


			82 340,27





			JUZGADO DE FAMILIA, PJ,VD DE TURRIALBA


			8


			81 320,00





			SALA PRIMERA


			20


			80 000,00





			JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS CARTAGO


			17


			79 181,15





			JUZ. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA SIQUIRRES


			4


			62 570,16





			TRIBUNAL DE JUICIO DE SAN RAMON


			2


			60 000,00





			JUZGADO DE TRÁNSITO DE PEREZ ZELEDÓN


			6


			59 185,00





			JUZG. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA DE POAS


			27


			56 951,55





			JUZG CONT MENOR CTIA Y TR SARAPIQUI


			2


			55 251,26





			JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA  ASERRI


			6


			52 652,30





			JUZGADO CONTRAV. MENOR CTIA DE SAN MATEO


			2


			51 806,47





			JUZGADO PENAL JUVENIL HEREDIA


			10


			44 095,00





			JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI


			1


			32 778,90





			JUZGADO PENAL DE LIMON


			3


			30 325,00





			JUZGADO DE PENSIONES DEL I CJ.  ALAJUELA


			1


			30 000,00





			JUZGADO PENAL JUVENIL I CJ GUAN, LIBERIA


			1


			30 000,00





			JUZG. PENSIONES ALIMENTARIAS PUNTARENAS


			2


			28 600,00





			JUZGADO CONTRAVENCIONAL I C.J. SAN JOSE


			4


			25 200,00





			JUZGADO FAMILIA Y VD III CJ ALAJUELA S R


			1


			25 000,00





			JUZG. CONTRAV. Y PENSIONES DE SANTA CRUZ


			1


			25 000,00





			JUZGADO COBRO MENOR CTIA Y CONT GRECIA


			4


			20 649,13





			JUZGADO PENAL DE SAN RAMÓN


			1


			20 000,00





			JUZGADO DE COBRO DE PUNTARENAS


			1


			12 500,00





			JUZG. CONTRAV. MENOR CUANTIA SAN JOAQUIN


			3


			10 402,59





			JUZGADO VIOLENCIA DOMÉSTICA SAN JOSE


			1


			10 000,00





			JUZ. CONTRAV. Y MENOR CUANTIA SAN RAFAEL


			2


			9 935,00





			JUZGADO PENAL JUVENIL DE LIMON


			2


			7 200,00





			JUZGADO TRABAJO III C.J.S.J


			3


			6 000,00





			JUZGADO CONTRAV Y MENOR CUANTIA DE UPALA


			1


			3 777,10





			JUZGADO PENAL DE TURRIALBA


			1


			2 000,00





			JUZGADO PENAL DE HATILLO


			1


			1 145,00








            Fuente: Oficio 973-DE-2021





Para elaborar el plan de acción previamente se realizó una sesión de trabajo el 27 de abril de 2021, con representación de la Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información y el Departamento de Financiero Contable.





3. Desarrollo del plan de acción





El plan inicia con el abordaje de los despachos judiciales que presentaban los montos más altos, con el fin de informar y solicitar a la persona juzgadora coordinadora que trazara la ruta de trabajo con el recurso humano ordinario existente en cada despacho judicial y sus particulares, para identificar aquellos depósitos y trasladar los montos que cumplieran con los parámetros al Régimen No Contributivo de la CCSS (RNC).





El abordaje se ha realizado por etapas, empezando con los despachos judiciales que tuvieran  girar la mayor cantidad de dinero en colones a trasladar, como se muestra en la siguiente figura.





Figura N°2


Plan de trabajo por etapas


2021
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Fuente: Seguimiento RNC





En 2021 logró cubrirse la totalidad de las tres primeras etapas, para el primer semestre de este año se estarían abordando los despachos judiciales contemplados en la etapa 4 y 5. 





El abordaje realizado ha contado con el acompañamiento de las personas gestoras, en el caso de las materias que cuentan con este recurso y en las restantes con los profesionales asignados. 





Principales acciones realizadas:





· Sesiones de trabajo con el personal juzgador coordinador para trazar la ruta de trabajo, y exponer los antecedentes, la Ley 9578 “Ley para trasladar recursos al régimen no contributiva de pensiones, administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS)” ; así como, el procedimiento a utilizar para la revisión y aprobación del traslado del RNC.





· Reiteración mediante correo electrónico de circulares y directrices emitidas por los órganos superiores respecto a la aplicación de la Ley.





· Guía para elaborar el plan de trabajo tomando en cuenta las condiciones propias de cada despacho.





· Promover la recapacitación en el módulo de Traslados del Sistema de Gestión.





· Coordinación con la Dirección de Tecnología para establecer los montos exactos por despacho y verificar si hay diferencias con la información que genera la persona cajera de los despachos.





En el caso de la materia Penal la licenciada Nuria Villalobos Solano, jueza gestora de dicha materia indicó:





“… en la materia penal es imposible que un expediente sea considerado en "estado de abandono", debido al impulso procesal de oficio que regula el proceso penal según lo establece el mismo Código de la materia.  





Un expediente se considera en "abandono" cuando las partes no realizan ninguna acción para impulsar su continuación, situación que es común en otro tipo de procesos, pero no es aplicable en el proceso penal donde la fiscalía y/o el juez (a) deben impulsar de oficio la continuación del proceso hasta su finalización...”





Por lo anterior el Tribunal de Juicio de Puntarenas, no participó de los abordajes.





4. Análisis cuantitativo





Del abordaje realizado en primera instancia, se obtuvo un aumento en el 2021 proveniente de aquellos despachos judiciales que presentaban mayores montos a trasladar al Régimen No Contributivo de la CCSS.





En 2019 se trasladó un total de ₡232 138 523,63 colones y en 2021 de ₡553 656 811,34; se observa al realizar la resta que ₡321 518 287,71 colones equivalen a un aumento del 58%, para el 2020 no se realizó ningún traslado en espera de la resolución de Sala Constitucional ante la consulta planteada por el Juzgado Segundo Civil de San José.





Figura N°3





Resumen de traslados de dinero


Realizados al Régimen No Contributivo de la CCSS


2019-2021





			Número de Oficio


			Fecha de traslado


			Traslado principal


			Interés


			Total de traslado





			1059-DE-2019


			Febrero 2019


			₡3 378 486,19


			₡3 833 978,43


			₡7 212 464,62





			3429-DE-2019


			Julio 2019


			₡104 534 958,52


			₡120 391 100,49


			₡224 926 059,01





			2019


			₡232 138 523,63





			3220-DE-2021 


			Septiembre 2021


			₡69 986 393,94


			₡85 526 463,09


			₡155 512 857,03





			0416-DE-2022


			Enero 2022


			₡209 642 949,41


			₡188 501 004,90


			₡398 143 954,31





			2021


			₡553 656 811,34








Fuente: Nexus[footnoteRef:1] [1: https://nexuspj.poderjudicial.go.cr/search?nq=&q=lEY%209578%20&facets=Tipo%20de%20informaci%C3%B3n:Acta%20de%20Consejo%20Superior&facets=A%C3%B1o:2019] 






De manera gráfica se representa el aumento en la cantidad de dinero trasladado al Régimen No Contributivo de la CCSS.





Figura N°4





Traslados de dinero


Realizado al Régimen No Contributivo de la CCSS


2019-2021








El aumento del 58% mostrado entre los traslados del 2019 y el 2021 demuestra que los planes de trabajo y acciones realizadas han resultado efectivos.





5. Recomendaciones





5.1. Al Consejo Superior.





5.1.1. Tomar notas de las acciones realizadas por el Centro.





5.1.2. Reiterar a los despachos judiciales la obligación de cumplir con lo establecido por Ley, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad.





5.2. Solicitar a las Comisiones Jurisdiccionales de materia Civil, Trabajo, Familia y Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica, Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, emitir criterio sobre:





5.2.1. Las consultas que se presenten con el traslado de dineros de expedientes archivados o destruidos, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021.





5.2.2. Las consultas que se presenten sobre expedientes identificados como “no registrados” los cuales no aparecen en Escritorio Virtual por haber sido migrados de despachos que desaparecieron con la Reforma Civil y Laboral, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. 





5.2.3. Indicar si los dineros depositados cuando se recusa a una persona juzgadora también deben trasladarse.





5.3. A la Dirección de Tecnología de la Información.





5.3.1. Retomar el proceso de capacitación en el uso del módulo del sistema de Gestión creado para facilitar la depuración de los expedientes que se encuentren en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad.





5.3.2. Remitir el listado actualizado de los despachos que presentan montos en el SDJ con más de 10 años.





5.3.3. Publicar nuevamente el manual de uso del módulo del sistema de Gestión para el “Traslado al RNC”





5.4. A la Dirección Ejecutiva.





5.4.1. Valorar en conjunto con la Auditoría Judicial la posibilidad de incluir dentro las pruebas de SDJ que realizan las Administraciones Regionales, una que permita identificar los movimientos o traslados al RNC que efectúan los despachos judiciales, lo anterior con el fin de detectar si se realiza de manera periódica y continua. Se recomida utilizar la metodología de la prueba 1 que se realiza actualmente.





5.5. Al Subproceso de Estadística.





5.5.1. Definir si al reentrar un proceso que se encuentra archivado para emitir la resolución de traslado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico.





5.6. A la Inspección Judicial.





Verificar en las visitas realizadas a los despachos judiciales, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante las circulares emitidas.
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En sesión N° 79-18 celebrada el 5 de setiembre del 2018, artículo XI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:





“Se acordó: 1.) Acoger la gestión de las máster Ana Eugenia Romero Jenkins y Kattia Morales Navarro, por su orden, Directora Ejecutiva y Directora de Tecnología de la Información y por consiguiente; a.) Aprobar el procedimiento “Guía práctica para trasladar recursos al régimen no contributivo de pensiones, administrado por la Caja Costarricense Seguro Social (CCSS)”, elaborado por el Departamento Financiero Contable y el Plan de Trabajo propuesto por la Dirección de Tecnología de la Información.  b.) Suspender las tareas del cronograma del proyecto relacionadas con la unificación de las bases de datos del SDJ, así como el Acceso en línea al Banco de Costa Rica y continuar sólo con las labores que son propias de la reforma civil y el soporte al Módulo de Giro Continuo, con el fin de poder atender este nuevo proyecto. c.) Disponer que los jueces y juezas , a partir del momento que la Dirección Ejecutiva lo informe mediante proyecto de circular que remitirá a este Consejo, verifiquen y validen en el Sistema de Gestión, los expedientes en estado terminado o en abandono, que tengan depósitos activos en el SDJ, con 10 años o más y que generarán las sumas a trasladar a la CCSS.  d.) Autorizar que se demore el inicio del desarrollo del módulo para el registro de las actividades del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales.  2.) La Dirección Ejecutiva, la Dirección de Tecnología de la Información y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo de sus cargos.”
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La Secretaría General de la Corte, mediante circular N° 167-2018 del 3 de diciembre de 2018, hizo de conocimiento de todos los despachos, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior, en sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo XX, en que acordó trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, de conformidad con la Ley N° 9578.





Luego, en sesión N° 57-19 del 25 de junio de 2019, artículo XXI, se acogió la propuesta presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2674-DE-2019 del 13 de junio de 2019, y trasladarla a conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que se desarrollaran los planes de apoyo a los despachos, que les permita dar atención a esta tarea de forma tal que se determine con prontitud, comenzando con los despachos que concentren las mayores sumas así como con la revisión de los depósitos con mayores montos, para determinar si pueden ser trasladados a la CCSS y se emitan las resoluciones que así lo dispongan, para lo cual el citado Centro valorara la sugerencia para atender la primera etapa de este proceso.





Además, en sesión N° 63-19 del 16 de julio de 2019, se comunicó a la Comisión de la Jurisdicción Civil, que este Consejo consideraba que no era el órgano competente para atender la gestión relacionada con los expedientes destruidos y el traslado al régimen no contributivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, por cuanto se trata de un tema jurisdiccional.





Seguidamente, en sesión N° 107-2019 del 10 de diciembre de 2019, artículo VII, se tomó nota de la comunicación de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y estar a la espera de lo que resolviera la Sala Constitucional con respecto a este tema, para posteriormente implementar los planes de apoyo a los despachos, que permita cumplir con lo establecido en la Ley 9578. Asimismo debería el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, implementar a la brevedad los planes de apoyo para los despachos con mayor cantidad de depósitos asociados a expedientes en estado de abandono.





Posteriormente, en sesión N° 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XV, acogió la solicitud presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio 974-DE-2021 del 22 de marzo de 2021, en consecuencia, se levantó  la suspensión decretada en sesión N° 2-2020 de 9 de enero de 2020, artículo LXXIII, respecto al traslado al Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de los depósitos provenientes de procesos judiciales concluidos o abandonados, correspondientes al segundo semestre del año 2019 y que no son reclamados en el plazo de diez años, hasta que la Dirección Jurídica atienda la consulta planteada. 





Informa la Secretaria General de la Corte, que mediante circular 235-2021 del 26 de octubre de 2021, hizo de conocimiento de los despachos, jefaturas de Administraciones Regionales, del Departamento de Financiero Contable, el acuerdo adoptado por este Consejo en sesión N° 85-2021 celebrada el 30 de setiembre de 2021, artículo XIV. Asimismo, dispuso reiterar la circular N°101-2021 sobre la “Reactivación del traslado de recursos asociados a expedientes abandonados al Régimen No Contributivo de la CCSS, Ley 9578”, 





Finalmente, en sesión N° 12-2022 celebrada el 10 de febrero del 2022, artículo XXV, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:





“Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio Nº 416-DE-2022 del 31 de enero de 2022, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en que remite oficio Nº 139-TI-2022 del 28 de enero de 2022, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento de Financiero Contable, donde se informa sobre el traslado de recursos principal e intereses al Régimen No Contributivo de la CCSS del segundo semestre del año 2022. 2) Acoger las siguientes recomendaciones: a). Reiterar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 085-2021 celebrada el 30 de setiembre de 2021, artículo XIV, respecto a la implementar un plan de acción para la revisión de los expedientes que cumplen con la condición establecida en la Ley N° 9578. b). La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberán de coordinar con el Departamento Financiero Contable, para que se lleve a cabo una nueva capacitación al personal de los despachos judiciales, misma que se propone realizar de la siguiente manera: b.1.) Gestionar con la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) como ente técnico y como usuarios expertos en las funcionalidades de las pantallas y los procesos que se deben ejecutar en los Sistemas de Gestión y del Sistema de Depósitos Judiciales, para que sean quienes expongan los procesos. b.2.) Para ese efecto deberá la DTIC previo a la capacitación preparar los ambientes necesarios para ejemplificar y explicar con mayor detalle los procesos. b.3.) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional tendrá a su cargo los procesos de comunicación y coordinación para que se lleve a cabo esta capacitación y asista la mayor cantidad posible de personas funcionarias de los Despachos. b.4.) Esta capacitación sea grabada y se publique en la página de Intranet Judicial en el mismo sitio donde se mantiene la documentación del SDJ y demás documentación relacionada con el RNC, para que la misma esté disponible para los Despachos Judiciales.





(…)”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe Nº 047-CACMFJ-JEF-2022, del 1 de marzo de 2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en atención a los planes de apoyo a los despachos. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones emanadas de dicho informe, en consecuencia: a.) La Secretaria General de la Corte, mediante circular reiterará a los despachos judiciales la obligación de cumplir con lo establecido por Ley, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad. b.) Solicitar a las Comisiones Jurisdiccionales de materia Civil, Trabajo, Familia y Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica, Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, emitir criterio sobre: b.1) Las consultas que se presenten con el traslado de dineros de expedientes archivados o destruidos, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. b.2) Las consultas que se presenten sobre expedientes identificados como “no registrados” los cuales no aparecen en Escritorio Virtual por haber sido migrados de despachos que desaparecieron con la Reforma Civil y Laboral, tomando en cuenta el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-699-2021. b.3) Indicar si los dineros depositados cuando se recusa a una persona juzgadora también deben trasladarse. c.) La Dirección de Tecnología de la Información: Deberá de retomar el proceso de capacitación en el uso del módulo del sistema de Gestión creado para facilitar la depuración de los expedientes que se encuentren en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad. c.1) Remitir el listado actualizado de los despachos que presentan montos en el SDJ con más de 10 años, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a efecto de que coordinen lo correspondiente. c.2) Publicar nuevamente el manual de uso del módulo del sistema de Gestión para el “Traslado al RNC”. d.) La Dirección Ejecutiva: Valorar en conjunto con la Auditoría Judicial la posibilidad de incluir dentro las pruebas de SDJ que realizan las Administraciones Regionales, una que permita identificar los movimientos o traslados al RNC que efectúan los despachos judiciales, lo anterior con el fin de detectar si se realiza de manera periódica y continua. Se recomida utilizar la metodología de la prueba 1 que se realiza actualmente. e.) Al Subproceso de Estadística: Definir si al reentrar un proceso que se encuentra archivado para emitir la resolución de traslado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico. f.) La Inspección Judicial: Verificar en las visitas realizadas a los despachos judiciales, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante las circulares emitidas.”








Atentamente, 














Lic. Ricardo Calderón Fernández


Prosecretario General


Secretaría General de la Corte








 


Cc:


Comisión de la Jurisdicción Civil


Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia


Comision de la Jurisdicción Penal


Comisión de la Jurisdicción Contencioso, Administrativa y Civil De Hacienda


Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental


Tribunal de la Inspección Judicial


Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional


Área de Gestión y Apoyo


Área de Coordinación y Mejoramiento


Auditoría


Dirección Ejecutiva


Dirección Jurídica


Dirección de Tecnología de la Información


Subproceso de Estadística


Encargada de Circulares de la Secretaría General de la Corte


Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe del Área de Gestión y Apoyo
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San José, 1 de diciembre del 2021. 
Criterio N° DJ-AJ-C-699-2021 




 
 
 
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins 




Directora Ejecutiva 




S.     D. 




 
 
Estimada señora: 




 




En atención al oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019 de la Dirección Ejecutiva, le 




remito el informe solicitado. 




 




I. Antecedente de la gestión: 




 




Mediante oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia 




Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, se solicitó realizar el análisis jurídico sobre la procedencia 




de trasladar los recursos correspondientes a 212.627 depósitos con más de 10 años, los cuales 




suman ¢5.459.904.847.04, que hoy se mantienen en custodia en los expedientes de procesos 




abandonados al Régimen no contributivo de la C.C.S.S (RNC) y que se desconoce el expediente 




judicial al que pertenecen y la autoridad judicial que los tiene a cargo. 




 




 
II. Análisis: 




 




De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de 




lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la 




circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo 




XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse 




que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de 




los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que 
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legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto 




constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que 




plantea ese órgano colegiado, sin que se prejuzgue  o sustituya la capacidad de toma de 




decisiones que le compete a ese órgano consultante. 




 




Es así como frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la 




asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio 




administrativo; pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, 




es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer 




elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de 




su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples 




repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el 




asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad 




expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas. 




 




En relación con la consulta que se hace, ya esta Dirección Jurídica mediante el criterio 




N° DJ-AJ-C-593-2019 de 12 de diciembre del 2019, emitió criterio jurídico respecto de una 




consulta similar que realizó el Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, en la 




que se solicitó criterio legal sobre qué disponer respecto del contenido de la caja fuerte en la 




que se mantiene en custodia una serie de monedas y billetes, nacionales y extranjeros que ya 




no tienen circulación nacional y en los que se desconoce su procedencia y que nadie se ha 




apersonado a solicitar la devolución o a hacer efectivo su reclamo, criterio que se transcribe 




literalmente a continuación: 




 




“Se remite el siguiente criterio para que sea de conocimiento del Consejo 




Superior, por ser un tema de interés institucional que atiende la consulta realizada 




mediante escrito fechado 11 de octubre del año 2017 por la Licda. Ivannia Solano 




Gómez, Jueza Tramitadora del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San 




José, quien manifestó que la caja fuerte del Despacho mantiene en custodia una caja 




con una serie de monedas y billetes, nacionales y extranjeros que ya no tienen 




circulación nacional, refiriendo que desconoce su procedencia y que nadie se ha 




apersonado a solicitar su devolución o a hacer efectivo su reclamo, por lo que realiza 
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la consulta a esta Dirección Jurídica en cuanto a la disposición del contenido de esa 




caja. 




 




Al respecto, esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente: 




 




I.- Antecedentes: 




 




 A través del escrito fechado 11 de octubre del año 2017, la Jueza Tramitadora 




A.I. del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José informó que: ‘…este 




despacho en la actualidad mantiene en custodia dentro de nuestra caja fuerte una caja 




con una serie de monedas nacionales y extrajeras, así como de billetes que ya no 




tienen circulación nacional. La procedencia de dicha caja se desconoce, no se tiene 




certeza de quien la aportó ni el número de expediente al que pertenece. Vía telefónica 




se consultó al señor José Alberto Porras Pereira quien fungió en el cargo de 




Coordinador Judicial del despacho por largo tiempo (actualmente jubilado) de la 




existencia de dichas monedas a lo que indicó que son de vieja data de estar en custodia 




por el juzgado sin saber su procedencia. El 29 de junio del ario 2011 la licenciada 




Magda Díaz Bolaños, jueza tramitadora en ese entonces, realizó un inventario del 




contenido de la caja, el cual se encuentra dentro de la caja. En la actualidad nadie se 




ha apersonado a solicitar la devolución o hacer efectivo el reclamo de las monedas y 




billetes indicados’ y solicita el criterio: ‘…sobre como disponer del contenido de dicha 




caja’; en dicho escrito, aporta un inventario de las monedas y billetes en mención.  




 




II.- Análisis: 




 




 La consulta realizada por el Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San 




José está encaminada a la disposición de una serie de monedas y billetes que se 




encuentran en custodia del Despacho, los cuales ya no pueden circular a nivel 




nacional, no han sido reclamados por las partes y no se tiene certeza de su 




procedencia, así como una serie de monedas de Nicaragua, Estados Unidos de 




América, México, Honduras, Ecuador, Panamá y Reino Unido que tienen las mismas 




características. 




 




 Sobre el particular, el artículo 2 de la Ley para Trasladar Recursos al Régimen 




No Contributivo de Pensiones, Administrado por la Caja Costarricense de Seguro 




Social, Ley N°9578, establece que: 




 




‘En procesos contenciosos o no contenciosos que se hallen en cualquier tipo de órgano 




y materia judicial, donde existan dineros depositados y sus intereses, una vez 




concluidos o abandonados mediante auto, resolución o sentencia judicial, las partes 




tendrán un plazo de diez años para solicitar la devolución, cuando así corresponda. En 




caso de no solicitarse la devolución dentro de ese plazo, el derecho prescribirá y serán 




girados a favor del Régimen No Contributivo (RNC) de la Caja Costarricense de Seguro 
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Social (CCSS). Una vez ingresados y destinados a los fines de ese Régimen, no cabe 




ningún tipo de reclamo posterior, ni procesos oponibles’. 




 




 Esta Ley, publicada en La Gaceta N°132 del 20 de julio del año 2018 y según lo 




establecido en su artículo primero: 




 




‘…tiene por objeto atribuirle un fin e interés social a los dineros y los intereses por ellos 




generados, como producto de los depósitos en cuentas bancarias, certificados a plazo 




o cualquier otro producto financiero de cualquier tipo de moneda, que provengan de 




procesos judiciales concluidos o abandonados y que, luego de no ser reclamados en 




el plazo estipulado en la presente ley, sean destinados al Régimen No Contributivo de 




Pensiones (RNC), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), a 




favor de las personas que se encuentren en necesidad de amparo económico 




inmediato o que no califiquen en los regímenes contributivos existentes, de acuerdo 




con las leyes y los reglamentos que así lo establezcan’. 




 




 En relación con el tema de la seguridad social, el artículo 73 de nuestra 




Constitución Política indica que: 




 




‘Se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e 




intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y 




trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, 




maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine.  




La administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una 




institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social.  




No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron 




su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales.  




Los seguros contra riesgos profesionales serán de exclusiva cuenta de los patronos y 




se regirán por disposiciones especiales’. (Lo destacado no es del original). 




 




Por su parte, el artículo 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 




señala que: 




 




‘Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a 




obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta 




de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos 




económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de 




su personalidad’. 




 




Aunado a lo anterior, el artículo 4 de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones 




Familiares indica que: 
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‘Del Fondo se tomará al menos un diez coma treinta y cinco por ciento (10,35%) para 




el financiamiento del Régimen no contributivo de pensiones por el monto básico que 




administra la CCSS, a favor de los ciudadanos que, al encontrarse en necesidad de 




amparo económico inmediato, no han cotizado para ninguno de los regímenes 




contributivos existentes, o no han cumplido el número de cuotas reglamentarias o los 




plazos de espera requeridos en tales regímenes. Este porcentaje se girará a la CCSS, 




Institución a la cual se le encomendará la administración de este Régimen, a título de 




programa adicional del seguro de invalidez, vejez y muerte. La reglamentación 




correspondiente para el otorgamiento de tales beneficios quedará a cargo de dicha 




Institución’. 




 




A través del Voto N°2004-0349 de las 10:00 horas del 12 de mayo del año 2004, 




la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia indicó lo siguiente:  




 




‘El régimen no contributivo de pensiones por monto básico, cuya administración fue 




confiada a la Caja Costarricense de Seguro Social, tiene como finalidad la asistencia 




social a personas que por razón de su edad o por una especial condición, no tienen la 




posibilidad de asegurarse ingresos económicos suficientes para velar por sus 




necesidades o la de sus dependientes. Amén de esa condición, el régimen se 




caracteriza porque el fondo del cual se nutren las prestaciones económicas y sociales 




ofrecidas, no exige cotización a sus beneficiarios. En definitiva es un régimen de 




prestaciones económicas y sociales, resultantes de la solidaridad social hacia la 




madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido, contemplada en el artículo 51 




Constitucional.  Acorde con las mencionadas disposiciones legales,  en sesión número 




6921 de 27 de abril de 1995, la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro 




Social aprobó el “Reglamento del régimen no contributivo de pensiones por monto 




básico”, el cual ha sido objeto de varias reformas, entre ellas la introducida al artículo 




2°, según acuerdo tomado en la sesión número 7397 del 9 de diciembre de 1999.  El 




texto de ese numeral, vigente a la fecha en que el actor formuló su reclamo en sede 




administrativa (21 de agosto del 2000, folio 12) expresamente declaraba: 




“Este régimen tiene por objeto proteger a las personas y grupos de éstas que se indican 




en el artículo 3 del presente reglamento, y que requieran auxilio económico del Estado, 




siempre y cuando el ingreso familiar percápita mensual resulte inferior o igual al 50 por 




ciento del monto de la pensión mínima por vejez vigente en el Seguro de Invalidez, 




Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense de Seguro Social.’ 




 




Como complemento de lo anterior, la Sala Constitucional a través del Voto 




N°3705-05 indicó que: 




 




‘El propósito del constituyente al diseñar el sistema de seguridad social en nuestro país 




fue garantizar a todos los ciudadanos que el Estado, a través de la Caja Costarricense 




de Seguro Social, les otorgaría al menos los servicios indispensables en caso de 




enfermedad, invalidez, maternidad, vejez y muerte. El artículo 73 de la Constitución 
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Política, interpretado armónicamente con el artículo 50 ídem, consagra el Derecho de 




la Seguridad Social. Este derecho supone que los poderes públicos mantendrán un 




régimen público de seguridad social para todos los ciudadanos de manera que 




garantice la asistencia y brinde las prestaciones sociales suficientes ante situaciones 




de necesidad para preservar la salud y la vida. El ámbito subjetivo de aplicación del 




derecho de la seguridad social incorpora el principio de universalidad, pues se extiende 




a todos los ciudadanos, con carácter de obligatoriedad. El ámbito objetivo parte del 




principio de generalidad, en tanto protege situaciones de necesidad, no en la medida 




en que éstas hayan sido previstas y aseguradas con anterioridad, sino en tanto se 




produzcan efectivamente.’ 




 




Además, en el Voto N°2011-3077 de las 15:00 del 9 de marzo del año 2011 la 




misma Sala estableció que: 




 




‘Dentro de la amplitud que caracteriza ambos principios, el de justicia social, puede 




entenderse, para efectos del tema que se discute en esta acción, como aquel que 




permite la irrupción del derecho –en este caso, el de la Constitución– en las relaciones 




sociales con el fin de corregir y compensar las desigualdades entre las personas, que 




lastiman su dignidad, asegurándoles las condiciones materiales mínimas que requiere 




un ser humano para vivir. El principio de solidaridad, de su parte, agrega el deber 




de colectividades, más o menos amplias –desde la sociedad nacional entendida 




integralmente hasta agrupaciones menores con un común denominador basado 




en criterios profesionales, económicos, espaciales, etc.–, de asistir a los 




miembros del grupo frente a contingencias que los colocan en una posición más 




vulnerable, como son, entre otras, la vejez o la enfermedad. Asimismo, son 




ejemplo de manifestaciones concretas de tales principios el régimen de 




seguridad social’. 




 




Una vez realizada la introducción sobre el tema de la seguridad social, vale la 




pena destacar que el espíritu del legislador al promulgar la Ley para Trasladar 




Recursos al Régimen No Contributivo de Pensiones, Administrado por la Caja 




Costarricense de Seguro Social, era precisamente atribuirle un fin e interés social a 




aquellos recursos que se generen como producto de los depósitos de juicios concluidos 




o abandonados, que luego de no ser reclamados por sus propietarios en un plazo 




prudencial, son pasados al Régimen en mención, ya que esos dineros depositados no 




tendrían ningún uso. 




 




Si se observa el Dictamen Afirmativo Unánime del 13 de junio del año 2017 




confeccionado por la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales de la 




Asamblea Legislativa, en relación con el proyecto tramitado bajo el expediente 




N°20.286 que luego se convertiría en la Ley N°9578, es claro que la voluntad de los 




legisladores y de la norma en cuestión era darle una utilidad social a los recursos que 




se encuentran abandonados o que se refieren a procesos judiciales finalizados, 
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siempre y cuando pasara un plazo prudencial para su reclamo por la partes y en el 




caso concreto, es más que evidente que las monedas y billetes que se encuentran en 




custodia del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, constituyen 




recursos abandonados, ya que no se sabe su procedencia ni el expediente que le dio 




origen y es imposible conocer con certeza, si ya transcurrió el plazo legalmente 




establecido; en la discusión del proyecto de ley y específicamente en el Dictamen en 




mención, los legisladores propusieron: 




 




‘que dichos recursos sean trasladados en su totalidad al Régimen No Contributivo de 




Pensiones (RNC) administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, el cual 




constituye el principal programa de combate a la pobreza extrema que actualmente 




llega a un 6,3%4 de los hogares y afecta alrededor de 343.4005 personas.  




La propuesta expresa que, con el ingreso de esos recursos al Fondo para el RNC, se 




lograría fortalecer e impactar los índices de pobreza y de pobreza extrema en el país, 




ya sea a través de la mejora en algún grado de la cobertura de este programa, o 




incrementando los montos de pensión que al día de hoy devengan los actuales 




beneficiarios, con lo cual, se les estaría mejorando la calidad de vida y su economía 




familiar’. 




 




En el caso concreto, esta Dirección estima que las monedas y billetes 




inventariados en la lista de la consulta y que se encuentran en custodia en la caja fuerte 




del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, deben trasladarse al 




Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado por la Caja Costarricense de 




Seguro Social, a tenor de lo establecido en los artículos 1 y 2 de la Ley N°9578, ya que 




se enmarca dentro de los presupuestos establecidos en dichas normas, no por tratarse 




de casos fenecidos o concluidos por resolución judicial firme, sino porque hace 




referencia a depósitos abandonados, dineros cuya procedencia se desconoce y/o 




dineros que nunca fueron reclamados por las partes y al considerarse como fondos 




inútiles en custodia de un Despacho Judicial, deben ser trasladados al régimen en 




mención, máxime que el Transitorio Único de la Ley en mención indica expresamente 




que: 




 




‘Los dineros y los intereses generados por depósitos judiciales en cuentas, certificados 




a plazo o cualquier otro producto financiero, que a partir de la entrada en vigencia de 




esta ley cumplan con lo dispuesto en el artículo 2 y se hallen bajo administración 




bancaria, deberán ser trasladados a favor del Régimen No Contributivo de Pensiones 




(RNC), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), para lo cual 




la Unidad Macro Proceso Financiero Contable y la Dirección Ejecutiva del Poder 




Judicial tendrán seis meses para consolidar y registrar toda la información de cada uno 




de los circuitos judiciales por expediente, para que dentro de este mismo plazo el 




Consejo Superior y la Corte Plena del Poder Judicial ordenen al banco o a los bancos 




administradores dicho traslado’. 
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Ahora bien, como se desconoce el origen de esos depósitos, los expedientes de 




dónde provienen, las partes interesadas y el resto de datos básicos para proceder a 




su identificación, es más que evidente que el Despacho no puede dictar ninguna 




resolución declarando fenecido, concluido o abandonado uno o varios procesos en 




específico, de ahí que basta con trasladar directamente esos dineros (previo canje a 




moneda nacional y de circulación) al Régimen No Contributivo de Pensiones 




Administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social y garantizar de esta forma, 




el cumplimiento de la Ley N°9578 así como el artículo 73 de nuestra Constitución 




Política y los principios básicos de la seguridad social. 




 




 Si bien es cierto las monedas y los billetes en mención ya no tienen circulación 




nacional y algunas monedas son extranjeras, el Juzgado Civil del Segundo Circuito 




Judicial de San José (como principal interesado en la disposición de estos), puede 




realizar el canje en el Banco de Costa Rica o en la entidad bancaria correspondiente, 




cumpliendo los requerimientos básicos solicitados por esta (tales como la separación 




por denominación, su empaque en una bolsa plástica transparente, su contabilización, 




entre otros) y posteriormente, debe trasladar ese dinero al Régimen indicado 




anteriormente, sin necesidad de resolución alguna, ya que como se indica en la 




consulta, se trata de monedas y billetes cuya procedencia es desconocida, no se 




asocian con ningún expediente en concreto y por ende, es prácticamente imposible 




dejar constancia del abandono o finalización de cada proceso, de ahí que esos 




recursos se tienen como abandonados y deben ser trasladados a la seguridad social, 




con la aclaración que ese abandono no es judicialmente declarado, sino que refleja la 




realidad actual de esos depósitos ante la ausencia de uno o varios expedientes para 




ligar e identificar el destino de los montos; aunado a lo anterior, el artículo 4 de la Ley 




N°9578 indica expresamente que: ‘Será el Poder Judicial el que ordene al banco 




respectivo que proceda a efectuar las transferencias entre cuentas. En todo caso, el 




Poder Judicial, la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) y la entidad bancaria 




deberán coordinar las acciones y la rendición de cuentas, de modo que se pongan a 




buen recaudo todos los depósitos e intereses autorizados en esta ley’. 




 




 De conformidad con lo establecido en el artículo 129 de nuestra Constitución 




Política, las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen, 




aunado al hecho que nadie puede alegar ignorancia de la ley; además, el artículo 4 de 




la Ley N°9578 indica expresamente que:  




 




‘El Poder Judicial, sus circuitos, deberán mantener un registro automatizado, 




actualizado y consolidado permanente, con las fechas exactas de cada expediente 




judicial concluido o abandonado que tenga asociado cuenta con depósito dinerario, 




títulos valores, inversiones y cualquier otro producto financiero, y comunicará a la Caja 




Costarricense de Seguro Social (CCSS), semestralmente, la lista de aquellos procesos 




judiciales cuyos expedientes posean el plazo de los diez años, según lo dispone el 
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artículo 2 de esta ley, a fin de que esa institución, por cuenta bancaria abierta para tal 




fin, reciba los recursos’. 




 




Si bien es cierto la publicación de la Ley N°9578 (en julio del año 2018) es 




posterior a la consulta que nos ocupa (realizada en octubre del año 2017), la Corte 




Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial han emitido una serie de circulares 




relacionadas con el manejo de los depósitos judiciales en cada uno de los Despachos 




del país, tales como la N°89-2008, N°13-2010 y con posterioridad a la promulgación 




de la ley en mención, las circulares N°167-2018, N°56-2019 y N°90-2019 y estas tres 




últimas lo que hacen es aclarar y regular algunos aspectos relacionados con la 




transferencia de esos fondos al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado 




por la Caja Costarricense de Seguro Social y destacan la labor de identificación de los 




expedientes que cumplen con las condiciones de la Ley N°9578 y las labores de la 




Dirección de Tecnología de la Información y del Departamento Financiero Contable en 




la calendarización de cortes semestrales para realizar el traslado de los recursos al 




Régimen en mención, según los procedimientos aprobados; es más, la Circular N°56-




2019 del Consejo Superior del Poder Judicial indica expresamente que: 




 




‘Los Despachos Judiciales de todo el país deben continuar con la labor de identificación 




de los expedientes que cumplen con las condiciones de la Ley N°9578, y 




corresponderá a la Dirección de Tecnología de la Información y al Departamento 




Financiero Contable la calendarización de cortes semestrales para realizar el traslado 




de los recursos al Régimen No Contributivo según los procedimientos aprobados.  




 




Para tal efecto se establece que el último día hábil de los meses de junio y diciembre 




de cada año, se deberá realizar el traslado de los recursos al Régimen No Contributivo, 




así como de los intereses’. 




 




  A través de la Circular N°90-2019, el Consejo Superior del Poder Judicial aclara 




que: 




 




‘…el único abandono procesal que la normativa procesal civil admite y que en 




consecuencia, genera una resolución judicial, es la caducidad procesal, por cuanto 




sanciona la terminación del asunto en razón de la inactividad -abandono- de la parte 




en la continuación y avance del asunto, siempre que le sea reprochable. Esta 




caducidad no procede en todos los procesos judiciales, ya que el Código Procesal Civil 




derogado (ley 7130) y el nuevo código que lleva el mismo nombre (ley 9342), 




establecen impedimentos de declaratoria de caducidad para determinados procesos, 




conforme a los artículos 214 y 57.2 de ambas leyes, respectivamente. La resolución 




sobre la caducidad puede dictarse de manera oficiosa por parte de la persona 




juzgadora o a gestión de parte o persona interesada. Por ello, atendiendo a la 




normativa procesal en cuanto a resoluciones de terminación o abandono - entiéndase 




caducidad del proceso -, y siendo que la aplicación del artículo 2 de la ley 9578 requiere 
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como supuesto de hecho necesario, el dictado necesario de una resolución judicial 




previa, esta Comisión no recomienda ordenar el traslado de los dineros, cuando un 




expediente se encuentre en estado de abandono administrativo que implica cambios 




de estado y ubicación en los sistemas y espacios físicos de los tribunales, por cuanto, 




en todos esos casos, el procedimiento se encuentra activo jurídicamente, sin que la 




ley permita terminarlo por resolución judicial. De ahí que, al no cumplirse los 




presupuestos legales, los dineros depositados en el sistema de depósitos judiciales 




tienen razón de pertenencia a las partes ahí en conflicto, sin que sea posible expropiar 




a personas justiciables de lo que les pudiere pertenecer mediante directrices 




administrativas en vulneración de la reserva de ley que al respecto dispone el artículo 




45 de la Constitución Política. En contrapartida, el traslado de dineros aplicaría siendo 




que el expediente se encuentre terminado conforme a lo dispuesto por ley procesal, 




incluida la caducidad del proceso, y transcurridos los diez años desde el dictado de 




esa resolución’. 




 




Sin embargo, en el caso concreto, en sentido estricto no estamos en presencia 




de procesos concluidos o abandonados, en los términos establecidos en la Ley N°9578 




y dimensionados por el Consejo Superior, sino que se trata de billetes y monedas que 




no pueden asociarse a un expediente en específico, que no se sabe su procedencia, 




que nunca fueron reclamados por las partes y que se trata de montos que de 




permanecer en la caja fuerte del Juzgado, no tendrían ningún uso o finalidad, de ahí 




que esta Dirección estima que lo procedente es realizar una interpretación extensiva 




de la ley y considerar esos depósitos como abandonados y por ende, susceptibles de 




ser trasladados al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado por la Caja 




Costarricense de Seguro Social y de esta forma, que puedan contribuir al sistema de 




seguridad social de nuestro país. 




 




Finalmente, vale la pena destacar que, a tenor de lo establecido en los artículos 




102 a 108 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, la Ley para Trasladar Recursos 




al Régimen No Contributivo de Pensiones, Administrado por la Caja Costarricense de 




Seguro Social tiene planteada una consulta judicial de constitucionalidad, la cual fue 




interpuesta el 26 de julio del año 2019 y actualmente se tramita bajo el expediente 19-




013327-0007-CO, sin embargo, esta consulta solamente suspende la tramitación del 




proceso o recurso que está en conocimiento del Tribunal que formuló la misma.                                                                                                                              




 




III.- Conclusiones y recomendación: 




 




Es criterio de esta Dirección que, en cuanto a la consulta planteada por el 




Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, lo procedente es que dicho 




juzgado debe realizar las gestiones pertinentes ante el Banco de Costa Rica o la 




entidad bancaria que corresponda, con el objetivo de canjear las monedas y los billetes 




mencionados en la consulta y posteriormente, a tenor de lo establecido en la Ley 




N°9578, trasladar los recursos al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado 
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por la Caja Costarricense de Seguro Social, ya que se trata de depósitos judiciales 




cuyo origen es desconocido, no se pueden asociar directamente a ningún expediente, 




no puede dictarse la resolución de abandono o finalización del proceso al 




desconocerse su origen, y son monedas y billetes que ya no tienen circulación en el 




país o son extranjeras; aunado a lo anterior, su custodia y mantenimiento en el 




Despacho Judicial no tienen ningún uso o finalidad específica, mientras que su traslado 




al régimen en mención contribuye a la seguridad social de nuestro país.” (El subrayado 




en las conclusiones no es del original). 




 




 




Dicho criterio fue conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 01-2020 celebrada 




el 7 de enero del 2020, artículo XIX, en que se dispuso, además de tenerlo por rendido, hacerlo 




de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Civil, de la Administración Regional de San 




José y del Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José. 




 




Asimismo, esta Dirección Jurídica en adición del criterio transcrito supra, también emitió 




el criterio N° DJ-AJ-C-328-2020 de 10 de junio del 2020, cuyas conclusiones, literalmente dicen: 




 




“[…] 




 




Ante lo expuesto, se procede hacer un nuevo planteamiento de la 




recomendación emitida en el criterio N° DJ-C-593-2019, en el siguiente sentido: 




 




1.              El Juez o Jueza que tenga bajo su resguardo monedas y billetes, 




nacionales y extranjeros que ya no tienen circulación nacional, y cuya procedencia es 




desconocida; al no poderse dictar una resolución, auto o sentencia judicial que ponga 




fin al proceso o lo declare como abandonado, por cuanto no se individualiza un 




expediente judicial relacionado con dichos bienes, deberá confeccionar un Acta de 




Traslado de Bienes a favor de la Administración correspondiente, quién hará constar 




en la misma el recibido de dichos valores. 




 




2.              Solo para estos casos, la Administración que pase a custodiar dichos 




bienes, deberá solicitar de inmediato el permiso respectivo al Consejo Superior para 




liquidar los mismos y trasladar su valor nominal al Fondo del Régimen no Contributivo 




administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social. 




 




De esta manera se deja rendido el criterio legal solicitado.” (El subrayado no es 




del original) 







mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr











    
                                                   Área de 
                                            Análisis Jurídico  
 
 




 




Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 




 




12 




 




El criterio transcrito anteriormente también fue conocido por el Consejo Superior en la 




sesión N° 60-2020 celebrada el 18 de junio del 2020, artículo XXIII, disponiendo acogerlo y 




hacerlo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Civil y del Juzgado Civil del Segundo 




Circuito Judicial de San José. 




 




En cuanto al tema analizado, esta Dirección Jurídica reafirma la posición vertida en 




los criterios anteriormente transcritos.  De manera que, retomando la consulta que realiza 




la Dirección Ejecutiva y que da lugar al presente criterio jurídico, sobre la procedencia de 




trasladar los recursos correspondientes a 212.627 depósitos con más de 10 años, los cuales 




suman ¢5.459.904.847.04, que hoy se mantienen en custodia en los expedientes de procesos 




abandonados al Régimen no contributivo de la C.C.S.S (RNC), siendo que, según se indica en el 




oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019 de la Dirección Ejecutiva, se desconoce el 




expediente judicial al que pertenecen y la autoridad judicial que los tiene a cargo.   Al respecto, 




esta Dirección Jurídica estima que al tratarse de recursos abandonados que se derivan de 




procesos que se encuentran en la misma condición expuesta en el criterio anteriormente transcrito, 




porque se desconoce el expediente que les dieron origen, la autoridad judicial que los tenía a 




cargo, las partes interesadas y el resto de datos básicos para proceder con su identificación, pero 




que se trata de depósitos que tienen más de 10 años, no habiendo posibilidad de dejar constancia 




del abandono, conforme a lo señalado en los artículos 1 y 2 de la Ley Para Trasladar Recursos 




al Régimen No Contributivo de Pensiones Administrado por la Caja Costarricense del 




Seguro Social, Ley No. 9578 del 22 de junio de 2018, dichos recursos son susceptibles de ser 




trasladados al Régimen No Contributivo, sin necesidad de resolución judicial, solamente con una 




aclaración de que ese abandono no es judicialmente declarado, sino que refleja la realidad actual, 




y de esa forma se contribuye al sistema de seguridad social del país. 




 




Esto debe ser así, no porque se traten de casos fenecidos o concluidos por resolución 




judicial firme, sino porque -como se dijo- corresponde a depósitos abandonados, dineros cuya 




procedencia se desconoce y/o nunca fueron reclamados por las partes y, al ser fondos inútiles en 
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custodia de la Administración, corresponde su traslado, previo permiso otorgado por el Consejo 




Superior. 




 




Por otra parte, es importante señalar que la consulta judicial de constitucionalidad 




que se interpuso el 26 de julio de 2019, tramitada bajo el expediente 19-013327-0007-CO; fue 




declarada -por mayoría- inevacuable por la Sala Constitucional mediante la resolución N° 




202100036 dictada a las nueve horas y quince minutos del cinco de enero del dos mil veintiuno.  




Dicha consulta judicial se interpuso contra los artículos 1, 2 y transitorio único de la Ley para 




Trasladar Recursos al Régimen No Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense del 




Seguro Social, Ley No. 9578 del 22 de junio de 2018.  La Sala Constitucional la declaró 




inevacuable porque la autoridad judicial consultante aplicó la norma en forma previa a la 




presentación de la consulta judicial de constitucionalidad.  En este sentido, la Sala 




Constitucional por mayoría consideró que si el consultante adoptó esta resolución con base en 




la normativa legal que ahora cuestiona, es claro que tenía certeza de su constitucionalidad, por 




lo que no es jurídicamente procedente plantear la duda de constitucionalidad una vez que 




aplicó la norma.  Seguidamente se transcribe el considerando II de la sentencia 36-2021: 




 




“[…] II.-  SOBRE LA INEVACUABILIDAD DE LA CONSULTA JUDICIAL DE 




CONSTITUCIONALIDAD. El artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 




establece los presupuestos de admisión de las consultas judiciales de 




constitucionalidad; disposición de la que se desprenden algunos elementos 




condicionantes y fundamentales para su procedencia, que son los siguientes: que sea 




formulada por un juez; que existan “dudas fundadas” sobre la constitucionalidad de la 




norma, acto, conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar; que exista un caso 




sometido al conocimiento del juzgador o tribunal; y que en ese asunto previo, deba 




aplicarse la norma o juzgarse el acto, conducta u omisión que suscite la duda de 




constitucionalidad. Tales presupuestos fueron analizados en detalle en la sentencia de 




esta Sala n.° 01617-97 de las 14:54 horas del 17 de marzo de 1997, de la siguiente 




manera: 




“A. Que la formule un "juez", término genérico que -desde luego- se aplica tanto a los 




juzgadores unipersonales como a los tribunales colegiados, y sobre lo cual es 




innecesario precisar más que: a) que debe tratarse de autoridades dotadas de poder 




jurisdiccional, lo cual excluye las consultas formuladas por tribunales administrativos, 




pero sí incluye las que hagan los árbitros en el marco de los asuntos sujetos a su 




decisión (nótese que lo relevante en todos los casos es que se esté ante el trámite de 
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un proceso conducente al dictado de una sentencia o laudo arbitral, dotados de la 




autoridad de la cosa juzgada); y, b) que el juzgador debe estar, al momento de formular 




la consulta, debidamente habilitado para ejercer esa competencia (ya que mal podría 




pensarse que una resolución que sea inválida en el proceso en cuestión pueda surtir 




el efecto de dar inicio a un trámite que, como éste, posee un carácter puramente 




incidental). 




B. Que existan "dudas fundadas" sobre la constitucionalidad de la norma, acto, 




conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar. Esto quiere decir que el 




cuestionamiento debe ser razonable y ponderado. Además implica que no puede 




versar sobre aspectos sobre cuya constitucionalidad la Sala ya se haya pronunciado. 




Ello es así no sólo porque aceptar lo contrario implicaría desconocer la eficacia erga 




omnes de las resoluciones de esta jurisdicción, sino también dado que una consulta 




bajo esas circunstancias evidentemente carecería de interés actual. Pero subráyese, 




por su relevancia para el sub examine, que la explicada circunstancia sólo deriva de 




aquéllos pronunciamientos en que la Sala haya validado expresamente la adecuación 




de la norma, acto, conducta u omisión a los parámetros constitucionales. En 




consecuencia, si una norma ha superado anteriormente el examen explícito de 




constitucionalidad (en vía de acción o consulta), no sería viable un nuevo 




cuestionamiento sobre el mismo punto, pero sí podría serlo respecto de un acto, 




conducta u omisión basados en la misma norma, particularmente porque -en este caso- 




siempre existe la posibilidad de un quebranto constitucional, ya no en la norma en sí, 




sino en su interpretación o aplicación. A la inversa, el hecho de que un acto, conducta 




u omisión haya sido refrendado anteriormente (quizás en vía de amparo o hábeas 




corpus) no significa que no puedan existir dudas sobre la constitucionalidad de la 




norma misma en que aquéllos se fundamenten. Y, en esta hipótesis, la consulta judicial 




es pertinente. 




C. Que exista un caso sometido al conocimiento del juzgador o tribunal. Al igual que 




en la acción de inconstitucionalidad, la consulta judicial nunca se da en el vacío o por 




mero afán académico, sino que ella debe ser relevante para la decisión o resolución 




del llamado "asunto previo" o "principal". Finalmente, 




D. Que, en ese asunto previo, deba aplicarse la norma o juzgarse el acto, conducta u 




omisión que suscite la duda de constitucionalidad, aspecto que -por su relevancia para 




el caso- resulta conveniente precisar. En efecto, la expresión "deba aplicarse la norma 




o juzgarse el acto, conducta u omisión", conlleva un sentido actual muy definido y 




totalmente distinto a que si la ley hablara en términos de que "pueda aplicarse la norma 




o juzgarse el acto, conducta u omisión". La consulta judicial no procede ante la mera 




eventualidad de que acaezcan esas circunstancias, ya que -como se explicó arriba- 




esta concepción equivaldría a que se inviertan los recursos de la jurisdicción 




constitucional en un simple ejercicio académico o doctrinario. Para que la consulta sea 




viable, el juzgador debe estar enfrentado, con certidumbre y en tiempo presente, a la 
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aplicación de la norma o al juzgamiento del acto, conducta u omisión que le suscite 




una duda de constitucionalidad.”   




Asimismo, el artículo 104 de la misma Ley, exige que la consulta judicial se formule en 




resolución fundada, se emplace a las partes dentro de tercero día y se suspenda la 




tramitación del proceso, hasta tanto la Sala no haya evacuado la consulta. En el sub 




lite no se cumple uno de los requisitos supra citado para evacuar la consulta judicial 




de constitucionalidad, sea que deba aplicar la norma al caso concreto, toda vez que el 




consultante, mediante resolución de las 10:19 horas del 24 de junio de 2019, ordenó 




el traspaso de los fondos correspondientes al depósito judicial número 1141305 de 




fecha 29-10-2004 a la orden del Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense del 




Seguro Social, en aplicación de la Ley n.° 9578, concretamente de los artículos 1, 2 y 




el transitorio único de la Ley Para Trasladar Recursos al Régimen No Contributivo de 




Pensiones Administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social, Ley No. 9578. 




Ergo, si el consultante adoptó esta resolución con base en la normativa legal que ahora 




cuestiona, es claro que tenía certeza de su constitucionalidad, por lo que no es 




jurídicamente procedente plantear la duda de constitucionalidad una vez que 




aplicó la norma. En esta dirección, no es de recibo el argumento, en el sentido de que 




la consulta judicial de constitucionalidad es admisible, toda vez que aún no se ha girado 




los respectivos recursos, por la elemental razón de que se trata de un mero trámite de 




cumplimiento de una resolución judicial, una mera providencia, que tiene que realizarse 




irremediablemente. Así las cosas, para la mayoría del Tribunal, al haber el consultante 




aplicado la norma, la consulta judicial de constitucionalidad resulta inevacuable.”  (Sala 




Constitucional resolución N° 202100036 dictada a las 9:15 horas del 5 de enero del 2021, 




énfasis suplido). 




 




Posteriormente, a través de la Circular N° 101-2021 de 11 de mayo del 2021, se 




comunicó a todos los despachos judiciales, jefaturas de administraciones regionales y al 




Departamento Financiero Contable, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión 




N° 26-2021 celebrada el 6 de abril del 2021, artículo XV, en que se indicó que debido a que la 




Sala Constitucional declaró inevacuable la consulta judicial de constitucionalidad, lo que 




corresponde es la reactivación del traslado de los recursos asociados a expedientes 




abandonados al RNC, debiéndose aplicar lo establecido en la Circular N° 157-2019 del 20 de 




diciembre de 2019 de la Dirección Ejecutiva, en la cual se comunicó la Guía Práctica para el 




Giro de Principal e intereses por depósitos judiciales en proceso con estado de abandonado o 




concluido aprobada por el Consejo Superior en la sesión N° 79-18 celebrada el 5 de setiembre 
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de 2018, artículo XI y acuerdo de Corte Plena en la sesión N° 47-18 celebrada el 8 de octubre 




de 2018, artículo III. 




 




De esta manera, queda expuesto el panorama jurídico y regulatorio existente, a fin de 




que el órgano competente valore y decida lo que en Derecho proceda respecto del caso 




concreto. 




Advertencias: 
 




• El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del 
ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de 
oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y 
ejecutoras correspondientes. 




 




• El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, 
mediante el oficio N° 3106-DE-2019 de 8 de julio del 2019 de la Dirección Ejecutiva.  Por lo anterior, no 
le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 




 




• Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de 
decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de 
cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento. 
 




• No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los 
temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún 
tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe. 
 




• El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad 
requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección. 
 
 




 
De usted atentamente, 




 
 
Elaborado por:   Lic. Manuel Araya Zúñiga 
                            Asesor Jurídico 1 a. i. 
 
 
Revisado por:   Licda. Silvia Elena Calvo Solano 
                          Coordinadora a. i. Área Análisis Jurídico 
 
 
Autorizado por:  M. Sc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 
                           Director Jurídico a. i. 
 
Ref: 774-19 
maz 
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Al contestar refiérase a este # de oficio




 




 




 




 




Señora




 




Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora 




 




Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento




 




de la Función Jurisdiccional 




 




 




Estimada señora:




 




 




 




Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el 




Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 




N° 23




-




2022




 




celebrada el día 




1




5




 




de marzo




 




de 




2022




,




 




que 




literalmente dice:




 




 




“




ARTÍCULO 




LV




 




 




Documento N° 2553




-




2022




 




 




La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo Coordinación y 




Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio Nº 047




-




CACMFJ




-




JEF




-




2022, del 1 de marzo 




de 2022, hizo de conocimiento lo siguiente:




 




 




“El Consejo Superior en sesión N° 57




-




19 celebrada el 25 de junio del 2019, 




artículo XXI, aprobó 




“




Acoger la propuesta presentada por la máster Ana Eugenia 




Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2674




-




DE




-




2019 del 13 de 




junio de 2019, y trasla




darla a conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y 




Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que se desarrollen los planes de 




apoyo a los despachos, que les permita dar atención a esta tarea de forma tal que se 




determine con prontitud, comenzan




do con los despachos que concentren las mayores 




sumas así como con la revisión de los depósitos con mayores montos, para determinar 




si pueden ser trasladados a la CCSS y se emitan las resoluciones que así lo dispongan, 




para lo cual el citado Centro valorar




a la sugerencia para atender la primera etapa de 




este proceso. 




Se declara acuerdo firme.




”




 




 




El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función 




Jurisdiccional (CAMFJ) en cumplimiento de lo anterior, ha realizado una serie de 




acciones con los 




despachos judiciales y los entes relacionados, que se presentan a 




continuación:




 




 




1.




 




Antecedentes
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RE_ Consulta traslados dineros del SDJ al RNC.msg
RE: Consulta traslados dineros del SDJ al RNC

		From

		Fabiola Arancibia Hernández

		To

		Marjorie León Alfaro

		Cc

		Karen Segura Herrera; Adolfo Guzmán Azofeifa

		Recipients

		mleonal@Poder-Judicial.go.cr; ksegurah@Poder-Judicial.go.cr; aguzmana@Poder-Judicial.go.cr



Hola Marjorie, mas bien sería si se reactiva el expediente no se registra movimiento estadístico, si se reentra si registra.



A nivel de manuales lo que se indica es como hacer el tramite a nivel de sistema, pero no indica cuando se debe usar uno u el otro. Los manuales están publicados en el Sistema GIS, en el apartado de “Artículos”, ahí se puede realizar la búsqueda por sistema.



 



 



 







 







 



 



De: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 14 de noviembre de 2023 11:01
Para: Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Segura Herrera <ksegurah@Poder-Judicial.go.cr>; Adolfo Guzmán Azofeifa <aguzmana@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta traslados dineros del SDJ al RNC



 



Buenos días



 



Espero se encuentre bien



 



Vieras que estoy dando respuesta a una referencia de la Secretaría, referente a la revisión y aprobación de trasladar los dineros de SDJ registrados en expedientes en estado abandonados o con más de 10 años sin actividad.  Y en lo que compete a estadística la inquietud que tienen es si reentrar un proceso después de terminado o archivado ocasiona una inconsistencia a nivel estadístico para emitir la resolución.



 



He estado conversando con Adolfo Guzmán, sobre el procedimiento que los despachos deben hacer para que no se den inconsistencias, el cual me indica que hay causas que se reactivan (no están terminados estadísticamente) y los que se reentran (que son los que ya tienen una resolución y no forman parte del circulante.



 



Me gustaría saber si ustedes tienen una manual que les indique a los despachos cuando se reentra un expediente y cuando se reactiva.



 



Gracias por su pronta respuesta



 



Marjorie León Alfaro, Profesional 2



Estadística



 



 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 





image001.png

: GIA DE LA - Afarm
STyt | Portal del Cliente

Bienvenidos al centro de Gesti6n Integrada de Servicios GIS

Q ¢Cémo podemos ayudarte?

Registrar
Caso

Registre su caso y

Iver su
caso en breve daremos
una respuesta
Noticias Articulos |
del sector que te pueden interesar > para resolver tu caso >
1 Apagado Centro de Datos Turrialba 6t Manual Sistema de Envio de Edictos
o DIRECCION DE TECNOLOGIA LE gl Manual para el correcto uso del

pI2xl INFORMA Debido a labores de Prozl modulo Sistema de Envié de Edictos






image002.png

OE LA DOrta Clien Fabiola Arancibia Hernandez v | Cerra
JECNOLOGIADEL | Portal del Cliente i [

Ml Articulos GIS-DTIC

_ Seleccione un tipo v Busca

La buisqueda arrojé 99 articulos que coinciden con la palabra 'manual’

Articulos mas consultados ¥ - Articulo Informacién general
Articulos mejor calificados & 28t Fecha de creacién ' biitiio

fubaded \12nual de Usuario del Escritorio Virtual 13/10/2022 Escritorio Virtual (Manual de Usuar... g visualizaciones m
Articulos nuevos AP

2023 Descripcion
Manual de Usuario del Escritorio Virtual

©®© B o

Categorias m AXQ
Palabras clave
EV,Manual
. Documentos Plataforma de Soluc
S . Contenido
@ Especialistes echa de creacion
) Manual de Usuario del CEREDOC 13/10/2022
. Usuarios
ANQ
o [EI— ,
= Manual de usuario para uso de SIAGPJ en 14/11/2023 Contenido no disponible “
el Juzgados y Tribunales Abrir en otra pestafia
ARQ Fscritorio Virtyal (Manual de Usuarin)
Si no puede visualizar la informacion haga clic aqui
Adiuntos
4 CEEEEE———— > v

0 Archivos







image8.emf
Manual_Sistema_Ges tio_Despachos_Judiciales_.pdf


Manual_Sistema_Gestio_Despachos_Judiciales_.pdf

image9.emf
979-PLA-ES-MNTA-2 023 Tribunal de Puntarenas.docx


Microsoft_Word_Document3.docx


[image: ]Tel 2295-3600 / Fax 2257-5633

Apartado Postal 95-1003 San José

planificacion@poder-judicial.go.cr









[image: ]

		DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN

SUBPROCESO DE ESTADÍSTICA



		







		Tema de la reunión:

		Procedimiento para utilizar para la revisión y aprobación del traslado del RNC (régimen no contributivo de la CCSS).

		N°:

		977-PLA-ES-MNTA-2023







		Objetivo:

		Revisar el procedimiento utilizado en el sistema de gestión para el traslado de los depósitos 







		Fecha

		Lugar

		Hora inicio

		Hora final



		6 de noviembre de 2023

		Herramienta Microsoft Teams

		10:25 a.m.

		11:00 a.m.







		Personas convocadas

		Oficina

		Puesto

		Asistencia



		

		

		

		Sí

		No



		Magaly Fallas Ramos

		Juzgado Civil de Puntarenas

		Coordinadora Judicial

		x

		



		Marjorie León Alfaro 

		Subproceso de Estadística

		Profesional 2

		x

		







		Agenda



		1. Reunión con la Coordinadora Judicial con el fin revisar el procedimiento establecido en el sistema de gestión del traslado de los dineros de SDJ registrados en expedientes en estados abandonados o con más de 10 años sin inactividad.









		Temas abordados 



		1. Con el fin de dar respuesta a una referencia por parte de la compañera de Estadística, Marjorie León, le consulta a doña Magaly Fallas cual es procedimiento que están utilizando para la revisión y traslado de dineros de SDJ en expedientes abandonados o con más de diez años sin inactividad. 



2. La señora Fallas Ramos indica ciertos aspectos con respecto a la labor del despacho en este procedimiento, los cuales se enumeran a continuación:



2.1. Los expedientes abandonados o inactivos que no están registrados en el SDJ (por tanto, tampoco en el sistema de gestión) y ha transcurrido un plazo mayor a los 10 años sin que las partes reclamen, se están trasladando al régimen no contributivo de la CSSS, pero son depósitos que no existen en el SDJ por lo que no se trabajan en el sistema de gestión. 



2.2. Ahora bien, si son expedientes destruidos (una vez consultado en el archivo judicial) donde no hay forma de verificar si está terminado o quedo algún tipo de resolución; se trasladan directamente al RNC.  Estos se separan para eventualmente girarlos al RNC. Están cerrados estadísticamente. Estos no afectan estadísticamente ya que no se encuentran en el sistema de gestión.





2.3. El Juzgado Civil de Puntarenas, tiene dinero de todo lado, provienen de seis oficinas que tenían dineros muy antiguos que ahora los tiene este despacho y los procesos abandonados que no existen en el SDJ pero si en boletas siendo aproximadamente 14 000 depósitos; los cuales tampoco  afectan el sistema de gestión;  ya que lo que se hace es una referencia de donde se encontraron destruidos, dejando los documentos que le acreditan y lo pasan a la administración para que lo gire al RNC por medio de Oficio.



2.4. Lo que está destruido, según directrices de jefatura, se están alistando el listado para pasarlo directamente al RNC y los abandonados que no se pueden asociar al SDJ esos se están pasando al RNC (no los capta el sistema de gestión que maneja el RNC).



2.5. Por otra parte, se encuentran los expedientes que tienen depósitos en el SDJ y se trabajan en el sistema de gestión, de tal manera que el expediente permanece activo hasta seis meses, si no hay movimiento alguno, en el sistema se cambia de estado a inactivo y se devuelve expediente al Archivo Judicial; pero si es un expediente que ya estaba dado por terminado, lo reentran, le comunican a la parte que tienen un dinero para que lo retire. Una vez retirado por la parte en el transcurso de los seis meses, se finiquita el expediente en el sistema de gestión con un motivo de termino (satisfacción extraprocesal o ejecución cumplida).  



2.6. En caso de que la parte no retire dentro del lapso de los seis meses, estos expedientes pasan a hacer inactivos o abandonados y se mandan para el archivo.  Si se gestiona algo después de los 6 meses y antes de los 10 años y se demuestra que el dinero les corresponde a las partes entonces se ordena el giro y lo devuelven (en este caso se reactivan el expediente).



2.7.  Una vez cumplido los 10 años (sin gestión alguna), el expediente se manda a traer al archivo judicial y si aparecen depósitos, el dinero se pasa al RNC y se cierra estadísticamente (por satisfacción extraprocesal o ejecución cumplida). 



2.8. Con respecto a lo emitido por el Consejo Superior, se están mandando a traer aquellos expedientes que ya cumplieron 10 años de no haber gestionado las partes al archivo judicial (si corresponde), se verifica si hay depósito, si el expediente está terminado y hay depósito se reentra el expediente estadísticamente para proceder con el giro al RNC, según los criterios de las jefaturas del juzgado.  Y si está terminado y no tiene depósitos se revisa y determina si quedó algún tipo de resolución. 



2.9. Por directrices de jefaturas, actualmente se está haciendo un tipo de resolución de inactivo o abandonado que se le apercibe que transcurridos 10 años los dineros pasan al RNC.





2.10. Ahora bien, según la línea de trabajo del despacho si hay un sucesorio con dineros con más diez años, aunque esté inactivo, no se manda a traer al Archivo Judicial, ni se disponer de los dineros, porque eventualmente corresponde a una herencia, por lo que no se están mandando al RNC por criterio de los jueces, por los derechos que pueden existir de herederos.



















		Acuerdos 



		1.  Expedientes destruidos donde no hay forma de verificar si está terminado o quedo algún tipo de resolución; se trasladan directamente al RNC.

2. Los expedientes abandonados o inactivos que no están registrados en el SDJ (por tanto, tampoco en el sistema de gestión) y ha transcurrido un plazo mayor a los 10 años sin que las partes reclamen, se están trasladando al régimen no contributivo de la CSSS.

3. Expedientes que tienen depósitos en el SDJ y se trabajan en el sistema de gestión permaneciendo activos durante seis meses, luego de ese período se pasan a estado “inactivo o abandonado”. Si hay movimiento de las partes después de los seis meses y al cumplir 10 años el expediente se reactiva y se continua con el proceso; no va al RNC.

4. Una vez cumplido los 10 años el expediente se manda a traer al archivo judicial, se revisa y si tiene dinero que devolver, si está terminado se reentra, y se procede a remitir los dineros al RNC, terminando nuevamente el expediente.
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RE Consulta SDJ -traslado de dinero al R�gimen No Contributivo.msg
RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo

		From

		Juzgado Penal Alajuela

		To

		Marjorie León Alfaro

		Recipients

		mleonal@Poder-Judicial.go.cr



Con gusto



 



De: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 9 de noviembre de 2023 10:30
Para: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo



 



 



Oki, si ya entiendo, algo así me había explicado la compañera del Civil. Lo que me decía esta compañera es que hay muchos expedientes que no van aparecer ahí porque no están en el sistema de gestión, entonces tienen que tramitarlo físicamente. Pero bueno, ustedes apenas van a comenzar con el proceso después de la capacitación



 



Gracias Frank



 



Saludos 



De: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 9 de noviembre de 2023 09:50
Para: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo



 



El sistema de gestión tiene una sección que jala los expedientes que se suponen pueden ser candidatos a ser trasladados sin embargo como adjunto son muy pocos. Entonces hay que hacer una buena depuración y ver porque gestión capta tan pocos casos. 



 







 



 



De: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 9 de noviembre de 2023 09:43
Para: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo
Importancia: Alta



 



Buenos días



 



Si esos de vieja data que les pertenece a ustedes son lo que me imagino deben de revisar para hacerles el proceso correspondiente, es que si están terminados que me imagino que si reentrarlos para poder trasladar ese dinero.



 



Cuando me dices que no capta el sistema de gestión la mayoría de esos casos, es que si están en el sistema pero una parte no toda? O que definitivamente no están en el sistema?



 



De: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 9 de noviembre de 2023 08:19
Para: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo



 



Buenos días



 



 



Pienso que luego de la capacitación lo que se debe coordinar es una depuración de esos expedientes y también determinar porque el sistema de gestión no capta la mayoría de esos casos. Aunado hay una serie de depósitos en el SDJ de vieja data que le pertenece a la Fiscalía de Alajuela los cuales ellos no han dispuesto del dinero. Entonces el trabajo seria dirigirlo a una depuración del SDJ y detectar los casos que aplican para el régimen 



 



 



 



 



De: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 8 de noviembre de 2023 11:29
Para: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo



 



Si es que, conversando con otro despacho penal, ni siquiera tienen expedientes físicos porque están destruidos, o porque son tan viejos que ni siquiera estaba en el sistema y la resolución la van hacer manual para luego remitir. Entonces realmente eso no nos afecta a nosotros estadísticamente.



 



Si se también que habrá una capacitación, pero lo que realmente nos consulta el C.S es que si en el proceso que se ha hecho y los expedientes que están en el sistema terminados los reentra, es eso solamente y me imagino que eso es una labor del Coordinador Judicial por eso te consultaba a vos



 



 



 



 



De: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 8 de noviembre de 2023 11:20
Para: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo



 



Ese proceso se ha hecho en varios expedientes pero como te digo al parecer el sistema de gestión no jala toda la cantidad de información. La mayoría de jueces carece de conocimiento de esos asuntos si acaso los jueces que les ha tocado resolver algo al respecto. Espero luego de la capacitación esto mejore pero si es un asunto que no ha avanzado debido a la falta de capacitación y por lo que te mencione del sistema de gestión. Mañana esta presencial el Lic. Jose Barletta por si gustas llamarlo. 



 



De: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 8 de noviembre de 2023 11:12
Para: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo
Importancia: Alta



 



¿Entiendo, pero estadísticamente que proceso están haciendo ustedes? Todos los expedientes están en el sistema de gestión o al contrario no están el sistema de gestión por ser muy antiguos o porque están destruidos. 



 



O no se si gustas y tiempo nos podemos reunir por teams para que me cuentes un poco, puede ser hoy en la tarde o mañana



 



De: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 8 de noviembre de 2023 10:54
Para: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo



 



Si. Solo que el sistema de gestión no capta todos los expedientes en ese estado. Y los jueces no los han capacitado. El día 21 de este mes existe una capacitación al respecto. 



 



De: Marjorie León Alfaro <mleonal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 8 de noviembre de 2023 10:29
Para: Juzgado Penal Alajuela <Alj-JPenal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta SDJ -traslado de dinero al Régimen No Contributivo
Importancia: Alta



 



Buenos días, compañero



 



Espero se encuentre bien



 



Le consulto si ustedes deben de hacer revisión y aprobar el traslado de dineros de SDJ registrados en expedientes en estado de terminados con más de 10 años sin actividad.  No sé si el juzgado penal realiza este tipo de proceso.



 



 



Saludos



 



Licda. Marjorie León Alfaro, Profesional 2



Dirección Planificación, Estadística



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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3706 Apdo: 1
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1003 San José


 


 


1


 


San José,


 


13


 


de 


marzo


 


de 20


2


4


 


N° 


2210


-


202


4


 


Al contestar, refiérase a este # de oficio al correo 


(secrecorte@poder


-


judicial.go.cr).


 


 


 


Señor


 


M.Sc. Allan Pow Hing Cordero 


 


Director de Planificación


 


 


Estimado señor:


 


 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el 


Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 


N°


 


1


3


-


202


4


 


c


elebrada el


 


20


 


de


 


febrero


 


del 


202


4


,


 


que 


literalmente dice:


 


 


“


ARTÍCULO XLIV


 


 


Documento N°


 


10199


-


2018, 1368


-


2024


 


 


 


 


Mediante oficio N° 142


-


PLA


-


ES


-


2023 del 07 de febrero de 2024, el máster Erick Mora Leiva y 


la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya; por su orden, Jefe de Proceso de Planeación y Evaluación y Jefa 


de Subproceso de Estadística, inf


ormaron lo siguiente: 


 


 


“Mediante los oficios 3219


-


2022 y 9115


-


2022, del 31 de marzo y 13 de 


setiembre, respectivamente,  en el cual el Consejo Superior transcribe los acuerdos 


tomado en sesión 23


-


2022, artículo LV y en sesión 71


-


2022, artículo LXXV, conoc


iendo 


el informe 047


-


CACMFJ


-


JEF


-


2022, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, 


Directora del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Fundación 


Jurisdiccional, y el oficio  59


-


CVI


-


2022, suscrito por la servidora Sandra Agüero Monte, 


Sec


retaria de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención 


de la Violencia Intrafamiliar, relacionados con la revisión y aprobación de trasladar los 


dineros de Sistema de Gestión Despachos Judiciales registrados en estado abandonados


 


o con más de 10 años al Régimen No Contributivo (RNC) de la CCSS, donde  el Consejo 


Superior  indica lo siguiente en lo que le compete a este Subproceso:


 


 


“…e) Al Subproceso de Estadística: Definir si al reentrar un proceso que 


se encuentra archivado para


 


emitir la resolución de traslado ocasiona una 


inconsistencia a nivel estadístico...”


 


 


“…2) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Dirección de 


Tecnología de la Información, Ejecutiva y Planificación, así como de la 


Auditoría…”. 


 


 


De esta manera, es pri


mordial exteriorizar que si el personal de los despachos 


judiciales realiza el procedimiento correctamente en lo sistemas informáticos referente 


de la forma de como reentrar una causa después de estar inactiva (abandonado) o 
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